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INTRODUCCIÓN 

 

Se ha hecho más que evidente la necesidad de incursionar en el área de 

estudio del Derecho Aduanero, en la presente Monografía ya que al constituirse en 

una especialidad del Derecho Tributario, se ha visto por conveniente, relacionarlo 

de manera directa con la experiencia obtenida por la suscrita, que en el ejercicio 

de sus funciones como asistente legal de Trabajo Dirigido llevadas a cabo en la 

Aduana Nacional de Bolivia, pudo observar un sinfín de asuntos de índole legal 

que se constituyen en verdaderas problemáticas dignas de ser estudiadas, 

posteriormente analizadas y bajo un profundo análisis sistemático, metódico y 

crítico legal solucionadas, es por este motivo, sin más preámbulos permisible 

indicar de manera concreta que es necesario incursionar científicamente en el 

tema del contrabando aduanero, siendo, de extrema curiosidad poner en relieve la 

funcionalidad del Procedimiento Administrativo de Incautación de mercancías, 

instaurado con la finalidad estrictamente específica de que se procesen a los 

contraventores sobre las  mercancías que les son decomisadas por haberse 

efectuado una Contravención Aduanera (Contrabando) siendo aún a pesar de esta 

breve especificación, el quid verdadero de la cuestión objeto de la presente 

explicación, que se haya llevado a cabo el pago de la multa establecida por ley 

para estos casos de manera adelantada por parte de los contraventores, siendo 

de manera coherente y necesario que para respetar los derechos de los 

comerciantes y mercaderes se suspenda la tramitación del Proceso Administrativo 

aludido, porque ya se habría subsanado en daño económico causado al Estado 

con la anticipación en la adopción de esta medida legalmente establecida por 

parte de los administrados, por lo cual, en la presente Monografía lo que se busca 

es buscar el fundamento legal y teórico para justificar la obtención de la Extinción 

del Procedimiento Administrativo de Incautación de Mercancías en el 

Procesamiento de Contravenciones Aduaneras, cuando ya se pagó por 

adelantado la Multa. 
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I. DESARROLLO O CUERPO DE LA MONOGRAFÍA. 

 

Fundamentación.-  

Es muy importante hacer hincapié en la materia aduanera que rige a 

nuestro país, puesto que la misma está en constante desarrollo y ajuste de 

acuerdo a las expectativas generadas por los cambios en la forma de recaudar 

fondos para el Estado, exenciones y liberaciones de obligaciones tributarias, 

percepción de tributos por la importación y exportación de mercaderías 

prohibiendo o condicionando su internación o extracción del país por distintas 

causas que pueden ser de orden sanitario, educacional, de seguridad estatal, 

científicas, industriales, etc.; en fin, la materia es muy amplia y se está 

desarrollando cada vez más por las exigencias de la globalización y la revolución 

de los avances tecnológicos. Es muy importante saber que gran parte de los 

ingresos al Tesoro Nacional provienen de actividades comerciales, por lo cual, es 

de suma relevancia tratar el tema específico del procedimiento administrativo 

instaurado por la incautación de mercaderías en el procesamiento de 

contravenciones aduaneras, puesto que, debido a los altos índices de contrabando 

de mercancías en nuestro medio, es evidente que una vez pagada la multa fijada 

para la contravención se tenga el asunto por resuelto ya que, del inicio de un 

procedimiento administrativo, se deducen mayores gastos para el Estado y 

también es una manera de frenar el posterior desenvolvimiento de las actividades 

aduaneras, porque de un simple análisis de carácter funcional se asume que las 

personas a las que se les instaura este proceso le es más difícil realizar de nuevo 

sus operaciones y actividades comerciales y tributarias, tratándose de dar un 

incentivo a éstas que al haber actuado de manera correcta conforme a ley al pagar 

su multa, no tengan que sobrellevar nuevas situaciones que impliquen un serio 

perjuicio para la obtención de tributaciones aduaneras para el Estado. También a 

modo de marcar un precedente es necesario señalar que en nuestro medio no se 

cuenta con abundante bibliografía y material pedagógico – didáctico; por lo cual, 

es necesario generar ciencia en esta área del conocimiento jurídico por su 

importante relevancia. 
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Delimitación.- 

 

a) Tema o materia. 

Derecho Aduanero: “…el cual es una rama del derecho fiscal en el que el Estado 

en el ejercicio de su poder de imperio o poder tributario, recauda fondos para el 

tesoro nacional, con objeto de cumplir sus fines y atender las necesidades del 

país. En el ejercicio de sus poderes constitucionales, tiene las atribuciones de 

conceder exenciones y liberaciones de las obligaciones tributarias aduaneras, 

limitando su derecho a percibir tributos a la importación o exportación de 

mercancías; puede prohibir o condicionar su internación o extracción del país, por 

razones de orden sanitario, de seguridad del Estado, científicas, industriales o 

educacionales”. (ALBA, Rodrigo y otra, Derecho aduanero). 

 

b) Espacio. 

El ámbito de trabajo es el territorio del Estado Plurinacional de Bolivia, ya que el 

presente estudio al enfocarse en un instituto jurídico específico de la materia 

Aduanera interna del Estado será estudiado desde la perspectiva de un estudio a 

nivel Nacional tomándose en cuenta leyes, datos y normativas propias, estas 

últimas emitidas por la Aduana Nacional de Bolivia. 

 

c) Tiempo. 

El estudio está comprendido entre las gestiones 2013 y 2014, ya que debido a la 

implementación de la Resolución de Directorio 01-005-13 de fecha 28 de febrero 

de 2013, produjo una seria variación en cuanto se refiere al tratamiento del tema 

de la extinción del Procedimiento Administrativo de Incautación de Mercancías en 

el Procesamiento de Contravenciones Aduaneras, cuando ya se pagó por 

adelantado la Multa. 

 

 

 

 



3 
 

Planteamiento del problema.- 

 

¿Es necesario y útil extinguir el procedimiento administrativo emergente de 

la incautación de mercancías en el Procesamiento de Contravenciones 

Aduaneras, cuando ya se pagó por adelantado la multa? 

Objetivos.- 

 

a) Objetivo General. 

 

Establecer que es necesario extinguir el procedimiento administrativo 

emergente de la incautación de mercaderías en el Procesamiento de 

Contravenciones Aduaneras, cuando ya se pagó por adelantado la multa, por 

medio de la modificación de la Resolución de Directorio 01-005-13 de fecha 28 de 

febrero de 2013 emitida por el Directorio de la Aduana Nacional de Bolivia, a 

objeto de que se declare nulo e inexistente el mencionado procedimiento.  

 

 b) Objetivos Específicos. 

 

1) Demostrar que simplificar el sistema procesal aduanero promueve la mayor 

tributación. 

2) Comprobar que el pago de la multa fijada es una sanción suficiente para 

solucionar el problema de las contravenciones aduaneras.    (ESTADO)       

 

3) Analizar y explicar porque es beneficioso el pago por adelantado de la multa por 

contravenciones aduaneras. (PARTICULARES) 

 

Metodología.- 

Los métodos a utilizarse serán: 

 

 El método de la Interpretación Legislativa, de las normas atinentes al tema 

objeto del presente perfil, con apoyo del método deductivo, este último muy 



4 
 

necesario ya que de las actividades que se constituyen en marcos de 

estudios generales, mediante la ayuda de datos e información pertinente 

llegaremos a los casos particulares. 

 

 También se utilizará el Método Comparativo entre normativas anteriores a 

las actuales que atañen al tema para dilucidar cuál es más funcional y útil. 

 

 Como en el presente estudio es menester llegar a la esencia del tema en 

cuestión se utilizará el Método Cualitativo ya que  se partirá de análisis que 

conlleven a un estudio de características valorables en forma que se llegue 

a conocer las causas del mismo para llegar a sus soluciones.  

 

Las Técnicas de Investigación a utilizarse serán:  

 

 La de Observación no Participante ya que la suscrita cuenta con datos 

externos acerca del objeto de estudio del presente perfil y no así como 

parte de la población que será estudiada, misma que se encuentra 

compuesta por todos aquellos contraventores a los cuales se les haya 

incautado sus mercancías y hayan procedido a pagar sus multas por 

adelantado. 

 

 Técnica Documental, ya que se efectuará una planificación específica en 

torno al problema de investigación y se utilizarán medios como estudio de 

Normativas Administrativas, Legales, datos estadísticos, expedientes, 

convenios. 

 

CAPITULO I. Marco Teórico o de Referencia. 
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a) MARCO INSTITUCIONAL 

 

Señalaremos de manera concreta cuales son las características políticas 

que persigue la Aduana Nacional de Bolivia: 

 

Misión:  

    “La Aduana Nacional de Bolivia, como instrumento propositivo de cambio, tiene 

el rol de facilitar y controlar el flujo internacional de mercancías y recaudar los 

tributos dentro de una política de Estado para el desarrollo productivo y social de 

Bolivia.” 

 

Visión:  

     “Ser una aduana moderna, eficiente, profesional y transparente, reconocida por 

su ética y compromiso con la sociedad 

 

 Sus objetivos estratégicos institucionales son: 

 

 CONTROL 

Modernizar e integrar los mecanismos de control de entrada y salida de 

mercancías y de represión del contrabando precautelandolos intereses del Estado. 

 

 FACILITACIÓN   

Optimizar los procesos de gestión aduanera reduciendo tiempos y costos, para 

facilitar el comercio exterior. 

 

 RECAUDACIÓN 

Incentivar y promover el cumplimiento de las obligaciones aduaneras y generar 

cultura tributaria en la población para lograr nivelesóptimos de recaudación. 

 

 

 RECURSOS 
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Administrar y gestionar eficiente y oportunamente el capital humano y los recursos 

materiales, tecnológicos y financieros. 

 TRANSPARENCIA 

Transparentar la institución acorde con los principios, valores y fines del Estado 

Plurinacional de Bolivia. 

 

Como se mencionó en la Introducción del presente Trabajo de Monografía 

el tema a tratarse está estrechamente ligado con las labores desempeñadas por 

parte de la suscrita en una de las Instituciones más importantes del Estado 

Plurinacional de Bolivia, la cual es la Aduana Nacional de Bolivia, en adelante 

mencionada como ANB. Es importante remarcar este aspecto, ya que la ANB se 

encuentra encargada de tratar temas de carácter aduanero, porque mediante la 

elaboración de normativas (Resoluciones de Directorio) regula de manera directa 

las leyes relativas a la materia en cuestión, por lo tanto, al referirnos a la Extinción 

del Procedimiento Administrativo de Incautación de Mercancías en el 

Procesamiento de Contravenciones Aduaneras, cuando ya se pagó por 

adelantado la Multa, debemos avocarnos constantemente no sólo a las leyes 

aduaneras, sino, también a todas las disposiciones internas de la ANB para 

entender a cabalidad las problemáticas emergentes de la internación e 

importación de mercancías extranjeras al territorio nacional. En este ámbito de 

interacción normativa debemos dar relevancia a un estudio estricto de las 

Resoluciones de Directorio (RD en adelante) relativas al tema de incautación por 

contravenciones aduaneras haciendo hincapié, en que éstas son las normativas 

que tratan de manera específica esta temática, siendo los instrumentos que le dan 

sentido y orientación a las leyes que rigen la materia.  

 

 Una vez vislumbrado este punto se debe hacer notar que la real necesidad 

de un estudio de esta calidad, es para determinar cuan eficiente es la metodología 

normativa y práctica aplicada por la ANB respecto a la problemática mencionada 

en el título de la Presente Monografía, ya que se puede evidenciar que no se está 

realizando una correcta apreciación al problema por parte de esta institución ya 
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que es de imperiosa necesidad pulir muchos aspectos que se encuentran mal 

llevados por así decirlo, porque, la perspectiva que toma en cuenta la ANB deja de 

lado los derechos de los administrados por el Estado ya que éstas personas se 

deben encontrar protegidas en sus intereses procurándose que la institución cuya 

competencia le es delegada por ley, para la solución de temas de contravenciones 

aduaneras debe adecuarse a las necesidades de los administrados y no así a 

perjudicarlos simplemente por cumplir formalidades que se han tornado 

innecesarias, por ser evidente, que una vez cumplida la obligación principal, que 

en este preciso caso es el haber pagado la multa por adelantado se proceda a la 

suspensión de un proceso administrativo innecesario y superfluo. 

 

b) MARCO TEÓRICO 

 

El presente estudio es situado en el área jurídica del Derecho Aduanero, y 

para su correcto y concreto estudio se seguirán los principios rigen el presente 

tema atinente a estas materias, siguiendo al Dr. Hugo Alba Rodrigo en su obra 

Derecho Aduanero señala lo siguiente:  

 

El uso del IUS IMPERIUM por parte del Estado en conformidad al principio 

de POTESTAD ADUANERA que rige en materia aduanera.- 

Como ya es sabido el Estado goza de su calidad de plenipotenciario en el uso de 

atribuciones que le son conferidas al momento de su creación como tal, esto por el 

pueblo mediante su Constitución Política del Estado, que como en el caso de 

nuestro Estado se hizo gracias a una Asamblea Constituyente que le traspasó 

todo el poder del pueblo a sus cuatro Órganos, llámense éstos Ejecutivo, 

Legislativo, Judicial y Electoral. Al hacer esto se delegó de manera total el llamado 

Poder a un sólo ente superior que se llega a denominar Estado, siguiendo a la 

doctrina pura del derecho Constitucional, es en este momento que este poder, 

llega a denominarse IusImperium, que traducido del latín se lo entiende como el 

Derecho de Gobernar o el Poder de Imperio, que detenta el Estado como 

instrumento creado para dirigir, administrar a la población en su totalidad. Es por 
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este motivo que el IusImperium se encuentra inmerso en todas las actividades 

realizadas por el Estado,como en este caso específico en las aduaneras, ya que el 

único ente superior que se encuentra facultado para regular la materia 

mencionada es el Estado, que ejercerá este Derecho de Imperio sobre sus 

administrados a fin de conseguir que toda actividad de importación y exportación 

de mercancías reditúen a las arcas estatales mediante el cobro de impuestos que 

pesen sobre estas actividades comerciales, cosa que se realiza de manera directa 

por el Órgano específicamente creado para llevar a cabo esta función la cual Es la 

Aduana Nacional de Bolivia. La doctrina tributaria al respecto, reconoce como el 

instituto jurídico que representa este IusImperium del Estado al Principio de 

Potestad Aduanera, el cual es entendido como aquel principio que rige en 

materia aduanera permitiendo que el Estado sea el único que pueda regular, 

normar, proyectar políticas, administrar, etc., en materia aduanera en nuestro 

territorio, esta situación es aceptada a nivel mundial ya que esta actividad mueve 

gigantescas cantidades de dinero y capital por medio del intercambio de 

mercaderías especialmente en el campo de la importación de éstas, por lo cual,  

ante las contravenciones emergentes del incumplimiento de las obligaciones que 

tienen los involucrados el Estado se constituye en el Órgano facultado a castigar, y 

sancionar estas conductas contraventoras.  

 Siguiendo al tratadista Jellinek podemos decir que seentiende por potestad 

aduanera, la facultad de las autoridades competentes para intervenir sobre 

vehículos o medios de transporte que realicen operaciones de tráfico internacional 

o interno, sobre las mercancías que contengan, sobre los equipajes de pasajeros y 

tripulantes y, en general, sobre los bienes señalados en el artículo 7° de la Ley 

Orgánica de Aduanas. 

La potestad aduanera parece ser un intento del legislador de trasladar a 

este ámbito específico la muy estudiada figura del poder del Estado, explicado por 

Jellinek en los siguientes términos: toda unidad de fines en los hombres necesita 

la dirección de una voluntad. Esta voluntad, que cuida de los fines de la 

asociación, que ha de ordenar y ha de dirigir la ejecución de sus ordenaciones, es 

precisamente el poder de la asociación. Por esto, toda asociación, por escasa 
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fuerza interna que posea, tiene un poder peculiar que aparece como una unidad 

distinta de la de sus miembros. Hay dos órdenes de poderes: poder dominante y 

poder no dominante. ¿En qué consiste la distinción entre ambos? El poder simple, 

el poder no dominante de la asociación, se caracteriza por que le es posible dar 

órdenes a los miembros de la asociación, pero carece de fuerza bastante para 

obligar con sus propios medios a la ejecución de sus órdenes. Todo miembro, de 

una asociación que no posee poder de autoridad, puede en cualquier ocasión 

substraerse a ella. ¿Debe permanecer en la asociación, o debe, en virtud de los 

estatutos, y a pesar de su salida de la asociación, satisfacer siempre las 

obligaciones respecto a ésta? Para lo segundo, sería preciso la autorización o la 

orden de un poder autoritario que estuviese sobre la asociación misma. Esto es 

aplicable a todas las asociaciones que no disfrutan de imperium y no sólo para 

aquellas en que se ha entrado voluntariamente. 

 

PRINCIPIOS DE LA POTESTAD ADUANERA 

 

Principio de BUENA FE, inmediatamente comprendido el tema atinente al 

ejercicio del IusImperium del Estado por medio del Principio de Potestad 

Aduanera, debemos referirnos al Principio de Buena Fe, que es aquel que en 

materia Aduanera nos permite entender que toda actividad que se efectúe en 

materia comercial aduanera debe realizarse respetando las norma éticas y 

morales que prohíben la realización de conductas negativas como el contrabando, 

especulación y otras, respetando los altos principios de intercambio de bienes 

aceptados a nivel regional e internacional, pero volviendo a la realidad, es por 

demás reconocido que el comercio se encuentra viciado y corrompido, gracias a lo 

cual, se han creado figuras como las contravenciones aduaneras y también los 

denominados ilícitos aduaneros, nos avocaremos al estudio del contrabando de 

mercaderías. Por esta breve explicación es que el Estado lucha en contra de estas 

conductas tratando de salvaguardar el principio de Buena Fe que de ser aplicado 

de manera concreta en la realidad permite el correcto y provechoso 

desenvolvimiento de las actividades aduaneras. 
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Principio de TRANSPARENCIA.- Al referirnos al principio de Buena Fe 

debemos referirnos al principio de Transparencia, ya que ambos se complementan 

con una sinergia única, porque según este principio toda actividad que se realice 

de manera transparente, esto es decir, de manera clara y con buena fe, se 

presume como legal y lícita, misma que al ser dotada de estas características 

promueve un mayor flujo de capitales, que se traduce en el intercambio de bienes 

y mercaderías en fronteras respetando las normativas estatales, lo cual permite 

que la obtención de recursos por medio del pago de impuestos por el ingreso de 

éstos para que aumente vertiginosamente el aumento del patrimonio estatal, 

haciendo que la maquinaria del Estado se desenvuelva con una mecánica 

eficiente. 

 

c) MARCO HISTÓRICO 

 

El presente estudio se enmarca en el espacio temporal vigente bajo las 

connotaciones del mercado regido por la globalización y la normativa Tributario – 

Aduanera actual y los procesos de Integración de los países de la región Sur 

Americana y la formación de bloques económicos entre éstos. En lo referente a la 

Historia del Derecho Aduanero nos suscribiremos a señalar que éste nació como 

los llamados Derechos aduaneros, peajes o impuestos exigidos por un gobierno 

sobre las mercancías importadas o exportadas desde el país. El nombre originó, 

durante el siglo XVII, la lucha por la supremacía entre el monarca inglés y el 

Parlamento; el monarca afirmaba que la tradición daba a la Corona el derecho de 

recaudar impuestos sobre el comercio. 

 

Actualmente los derechos aduaneros son dispositivos fiscales instituidos en 

esencia por razones de política económica más que como medidas para elevar los 

ingresos. Los impuestos de importación, el tipo más habitual de derechos 

aduaneros, se exigieron principalmente para favorecer a las industrias nacionales 

manufacturera y agrícola de la competencia extranjera mediante la elevación de 
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los precios de venta de los artículos importados. Las cuotas de importación se 

establecieron por el mismo motivo. Los impuestos de exportación se impusieron 

sobre materias primas, sobre todo en países agrícolas, para mantener los precios 

y controlar la distribución de los suministros disponibles. Por la misma razón, las 

cuotas de exportación se instituyeron tanto en los países industrialmente 

desarrollados como en los países agrícolas. La lista de derechos aduaneros se 

llama arancel; los aranceles no son en el día de hoy el objetivo de las medidas anti 

competencia concebidas bajo el auspicio del Acuerdo General sobre Aranceles y 

Comercio (GATT) y la Organización Mundial del Comercio (OMC). 

 

Es muy importante incluir una breve reseña histórica en el presente punto 

de cómo se articularon las actividades aduaneras en sus distintas dimensiones en 

nuestro territorio desde las épocas de su fundación, e incluso un poco más atrás: 

 

El nacimiento, florecimiento y desarrollo de los aduanas de Bolivia, se 

encuentran estrechamente vinculadas con las políticas económicas que a lo largo 

del devenir histórico ha tenido el país, así como las necesidades de control del 

flujo de las mercancías que entran y salen del territorio nacional. Ya desde la 

época prehispánica existía una intensa actividad comercial entre los pueblos 

andinos que tenían, además del trueque, sistemas de valor y medida que se 

empleaban para el intercambio de mercancías. Las culturas más fuertes, como la 

inca, exigían a los pueblos sojuzgados el pago de tributos e imponían una 

organización del comercio a grandes distancias. 

 

El control de mercancías a través de pasos aduaneros tiene orígenes 

coloniales. Entre 1532-35 y 1776 la Corona española impuso una política de 

mercado proteccionista. El virrey Francisco de Toledo (1572) es el primero en 

realizar la delimitación concreta de los territorios de Charcas, dependiente del 

Virreinato del Perú, para imponer una serie de medidas económicas en beneficio 

del crecimiento de la recaudación fiscal asentada, sobre todo, en la explotación de 

la plata potosina y el pago de impuestos denominados alcabalas. La exportación 
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de plata y otros enseres menores hasta España, era efectuada a través de la ruta 

consolidada durante el siglo XVII, Potosí-el Callao (Lima)-Sevilla.   Es recién 

desde mediados del siglo XVIII que, a razón de la conquista y colonización de 

territorios argentinos, el comercio regional se produce a través del puerto de 

Buenos Aires. Por la incesante circulación de contrabando, especialmente de 

piñas de plata, las llamadas Reformas Borbónicas de 1776 consolidan legalmente 

la ruta, rediseñando la estructura territorial por la que Charcas pasa a depender 

del Virreinato de Buenos Aires, y cambiando la política comercial proteccionista a 

una de mercado abierto. Entre 1800 y 1825, debido a las guerras de 

independencia, tanto el control territorial como el comercio se caracterizan por un 

alto grado de inestabilidad. A lo largo del período colonial existió un comercio 

regional que abastecía los centros financieros como Potosí por lo que los 

productos importados de otros reinos como el inglés, sólo pudieron introducirse al 

mercado recién desde la segunda mitad del siglo XVIII por los puertos de 

contrabando de Valparaíso y Buenos Aires. Las mercancías exportadas e 

importadas eran transportadas por grandes recuas de mulas de las que eran 

dueñas familias criollas e indígenas, fenómeno que estuvo vigente hasta la época 

moderna de los ferrocarriles. 

Con el nacimiento de la república boliviana la configuración administrativa 

del control de las exportaciones está en función de la presencia estatal en el 

territorio. Hasta 1929 se consideraba la existencia de tres aduanas: las del norte 

(La Paz, Oruro, Cosapa o Tambo Quemado, Puerto Pérez, Guaqui), las del sur 

(Tupiza y Tarija, principalmente) y las del oriente (Guayaramerín, Villa Bella, 

Puerto Suarez). Las primeras aduanas con las que nace la república son las de 

Guayaramerín, Potosí, La Paz y Puerto La Mar o Cobija, como oficinas 

dependientes del Ministerio de Hacienda. Tal fue el efecto del establecimiento de 

puntos de control que sólo durante los primeros dos años de vida independiente, 

el fisco recaudaba más de 4 millones de dólares por la importación de diferentes 

productos como manufacturas de algodón, lana, seda, cuchillería, vidrios, 

alfarería, talabartería, vinos, hierro y azogue. Sin embargo, se consideraba que un 

poco menos de la mitad se la llevaba el contrabando. En1829, se fijan las primeras 
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atribuciones específicas aduaneras en un intento de lograr la demarcación 

descentralizada. La primera Ley de Aduanas de la que se tiene referencia es la 

que se discute en la Cámara de Representantes en 1838. En 1878 se pone en 

vigencia el primer Reglamento General de Aduanas que tardó tres años en 

redactarse y que fue modificado en 1888. A lo largo del siglo XIX, la creación, 

desarrollo y cierre de diversas aduanas está en función de dos causas principales. 

La primera está marcada por las inestabilidades políticas características del siglo 

XIX. Por ejemplo, durante el gobierno de la Confederación Perú-Boliviana de 

Andrés de Santa Cruz (1836-1839) se establece la aduana común de Cobija entre 

1837 y 1839, cuyo carácter desaparece junto con la caída del gobierno crucista. 

Pero la causa más importante es sin duda la económica. Los principales 

productos explotados como la plata (hasta 1850 aproximadamente, y con mucha 

fuerza a partir de 1880), eran exportados por la región occidental a través de la 

aduana de puerto La Mar, incluso después de la Guerra del Pacífico a razón de 

que los empresarios mineros del sur se apoyaban en capitales ingleses y chilenos. 

Sin embargo, la recaudación fiscal de este mineral sumado a otras mercancías, 

constituía para el gobierno boliviano, el tercer ingreso más importante después del 

tributo indígena -abolido en 1880- y la venta de minerales. La región oriental toma 

una marcada importancia con la explotación y consecuente exportación de la 

cascarilla entre 1850 hasta 1870-5 y la goma o caucho a partir de 1870 hasta 

1910-5 aproximadamente. Ambos productos fueron comercializados por las 

famosas Casa Suárez de los hermanos Suárez en Cachuela Esperanza a través 

de la aduana de Villa Bella hacia los puertos amazónicos brasileros de Manaos y 

el Pará, y Casa Richter, después llamada Casa Gunther, de Otto Richter, por la 

Aduana de Puerto Pérez a través de la ruta ferrocarrilera Puno-puerto de Mollendo 

en el Perú. 

El hecho más importante que ha marcado el re direccionamiento de las 

exportaciones e importaciones de nuestro país es la Guerra del Pacífico. Las 

importaciones no llegaban sino a través de los numerosos buques que venían del 

Perú por el lago Titicaca y desembarcaban en la aduana de Puerto Pérez. Junto 

con la modernidad, por el Tratado de 1884, Chile comprometió la construcción de 
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un ferrocarril desde Antofagasta hasta Oruro y se construyó otro de Arica a Guaqui 

que fue inaugurado en 1905, por lo que en esta última localidad se estableció el 

nuevo punto aduanero, al mismo tiempo que el país ingresaba a un período de 

corte liberal. Este gobierno se caracteriza por ampliar los centros aduaneros pero 

sobre todo por establecer las aduanas exactamente en los pasos de frontera con 

otros países. Por ejemplo las aduanas del sur (Tupiza, Esmoraca y Mojo) son 

sustituidas por una sola en La Quiaca en 1911 por el presidente Eliodoro Villazón, 

razón por la que el lugar toma su actual nombre. Asimismo se crean las aduanas 

de Tambo Quemado y de Yacuiba a causa del constante tráfico de mercancías por 

los caminos adaptados para el efecto. 

Ya para el siglo XX, la administración económica del país está marcada por 

la política establecida en 1929. Bolivia recibe la visita de un grupo de políticos y 

economistas enviados por el gobierno estadounidense para reconfigurar la 

estructura del gobierno. La misión Kemmerer tiene el objetivo de introducir al país 

las políticas mundiales del mercado liberal con la consolidación de las principales 

instituciones del estado como el Banco Central y la Aduana Nacional. A razón de 

aquello, el Congreso Nacional aprueba la Ley Orgánica de Aduanas que otorga el 

carácter autárquico y descentralizado a la nueva institución bajo la dependencia 

administrativa del Ministerio de Hacienda, y que regulará el ordenamiento jurídico 

aduanero por el resto del siglo. Define los distritos aduaneros, las transacciones 

comerciales y con algo más de precisión se describen los documentos aduaneros 

que se utilizan en las transacciones comerciales de importación y exportación y 

establece las funciones de la administración y los funcionarios aduaneros. 

Durante la primera mitad del siglo, el producto de mayor exportación y que 

tuvo importancia mundial fue el estaño explotado en las minas de los tres Barones: 

Patiño. Hoschild y Aramayo. El modelo mono exportador captó un amplio capital 

de importaciones que beneficiaron al Tesoro Nacional. Entre 1900 y 1950 los 

impuestos sobre el comercio exterior y sobre la producción minera exportada 

representaban el principal ingreso de las arcas nacionales. Para 1900 por ejemplo, 

significaban el 87% del total, para 1930 el 60% y para 1950 el 65%. Sin embargo, 

con la “revolución nacionalista” de 1952 hasta 1985, el país pasó de un modelo de 
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desarrollo hacia afuera a un capitalismo de Estado sostenible al principio, pero que 

poco a poco fue dependiendo de los préstamos internacionales realizados de 

organismos financieros de crédito público como el Banco Mundial. Con el intenso 

fomento a la industria agrícola oriental, adquirieron relevancia las oficinas 

aduaneras de Guayaramerín, San Matías, Puerto Suárez, Yacuiba, Bermejo. Pero 

es de notar que, debido al poco personal dispuesto para su control, a las amplias 

distancias territoriales y a la ineficiente y corrupta administración, se produjo la 

ampliación del mercado contrabandista y la fuerte identificación de la población 

hacia el no pago de impuestos especialmente en esta época. 

El ícono económico de finales del siglo XX, debido a la insostenible crisis 

estatal de la hiperinflación, fue el retorno al modelo liberal con el Decreto 21060. 

La institución mantuvo su nombre y la dependencia del Ministerio de Hacienda, 

caracterizándose por ser el botín económico de los partidos de turno en el 

gobierno. Sumada esta particularidad a la deuda externa, la poca presión tributaria 

y la ineficiencia de los impuestos, los ingresos por importaciones y exportaciones 

del Tesoro, se vieron reducidos a sólo el 30% promedio entre 1987 y 1996. 

Hasta 1998, la denominación “Dirección General de Aduanas” estuvo 

vigente, en conformidad con el Decreto 23098 y el Manual de Organización y 

Funciones aprobado mediante Resolución Secretarial número 628/97 de 

05/08/1997; ambos aún se enmarcaban en la Ley de 1929. Cumpliendo la Ley de 

Organización del Poder Ejecutivo Nº 1788 de 16/09/1997 y sus decretos 

reglamentarios, se renombra y modifica una vez más la estructura orgánica de la 

institución, pasando a llamarse Servicio Nacional de Aduanas. Esta medida tuvo 

corta duración pues en julio de 1999 se aprueba la Ley de General de Aduanas Nº 

1990 como el nuevo eje institucionalizado de la Aduana Nacional de Bolivia. La 

nueva estructura orgánica es aprobada y consolidada con las Resoluciones 

Administrativas números RA-PE-01-002-02 de 05/02/2002 y RA-PE 01-005-03 de 

01/09/03, que aprueban el Manual de Organización y Funciones de la Aduana 

Nacional a través del establecimiento de una administración central con 5 

Gerencias Nacionales (Fiscalización, Normas y Procedimientos, Sistemas, 
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Jurídica y Administración y Finanzas) y 6 Gerencias Regionales (La Paz, Santa 

Cruz, Cochabamba, Oruro, Potosí y Tarija). 

Durante la última década caracterizada por la apertura a la información 

digital, la Aduana Nacional se ha asociado con la Policía Boliviana y el Ejército 

para realizar el estricto control de mercancías que ha sido reforzado con el 

potenciamiento de la infraestructura y la avanzada tecnología establecida en las 

aduanas de la región. 

 

d) MARCO ESTADÍSTICO 

 

Si bien el análisis sustancial de éste trabajo se sustenta en las 

contravenciones aduaneras, se consideró oportuno señalar estadísticas obtenidas 

del INE ya que a efectos de estudiar el tema de manera análoga a las estadísticas 

que se presentan a continuación, las cuales son referidas a una actividad similar 

como es el contrabando, se las considera útiles ya que se formalizan en un 

estudio de variables más serio y avalado por el Instituto Nacional de Estadística y 

servirán como ejemplo paraun estudio funcional en una temática tan profunda y de 

necesario estudio para entender el cómo se las enfoca, ya que estos datos se 

refieren al contrabando, pero dentro de ellos tienen incluidas contravenciones 

aduaneras que se fusionan en una participación de éstas con el ilícito aduanero 

aludido. 

En el periodo 2002-2012, Bolivia dejó de percibir $us 2.163 millones en 

impuestos por el ingreso ilegal de mercadería valuada en $us 11.244,5 millones. 

El empresariado privado pidió a la Aduana Nacional de Bolivia (ANB) un mayor 

control en las fronteras. 

La información se desprende de un estudio que fue realizado por la Cámara 

Nacional de Comercio (CNC) y que tomó como base los datos del Instituto 

Nacional de Estadística (INE) y del Banco Central de Bolivia (BCB). 

“De acuerdo con estas estimaciones, durante el periodo 2002-2012 las 

importaciones de contrabando habrían alcanzado en total $us 11.244,5 millones, 

representaron en promedio el 23% de las importaciones formales”, dijo a La Razón 
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Fernando Cáceres, presidente de esta institución explicó que la mayor cantidad de 

contrabando que ingresa al país es por la frontera con Chile y Argentina 

consistente en productos de línea blanca (electrodomésticos), línea negra 

(equipos electrónicos), bebidas y alimentos. Estos artículos “ilegales” son 

comercializados en los mercados de la Uyustus y Eloy Salmón de la ciudad de La 

Paz.El empresario tarijeño enfatizó: “Tenemos que sentarnos con la Aduana 

Nacional de Bolivia (ANB) y ver cómo construimos un consejo para trabajar en una 

agenda con este tema del contrabando porque ha crecido. Debemos coordinar 

porque nos interesa, al Gobierno porque recaudaría más y a nosotros en cómo 

reducimos la competencia desleal”,  

El 25 de julio, el vicepresidente Alvaro García Linera pidió a los bolivianos 

denunciar el contrabando porque daña al país. También dijo que un 

contrabandista es un anti patria que hace daño a Bolivia y que debe ser 

erradicado. 

Este medio trató de contactarse con la presidenta de la ANB, Marlene 

Ardaya, a fin de conocer su opinión sobre el estudio de la CNC. En dicha entidad 

se indicó que esta autoridad estaba ocupada y se aclaró que se está trabajando 

en el diseño de un estudio integral acerca del contrabando. 

El titular de la Cámara Nacional de Industrias (CNI), Mario Yaffar, dijo que la 

entidad aduanera debe “cuadruplicar” sus esfuerzos para controlar el ingreso ilegal 

de productos al país porque las tareas que realiza son insuficientes. 

La directora técnica de la Cámara Nacional de Despachantes de Aduana 

(CNDA), Alexina Flores, indicó que la demora en los despachos de la mercadería 

importada en la ANB, la certificaciones fitosanitarias y técnicas son las causas 

para que “algunas” personas opten por el contrabando.  

“Cuando hay demora en los despachos los importadores optan muchas 

veces por irse por el lado ilegal, que si bien tiene sus riesgos que no es ser 

gratuito, pero tiene su mercancía en el tiempo que tiene programado”. Flores 

sugirió mantener los controles en los puestos fronterizos y agilizar los trámites de 

importación en la institución aduanera. 
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Según cifras estimadas por el Instituto Boliviano de Comercio Exterior 

(IBCE), Bolivia pierde por año alrededor de $us. 300 millones por concepto de 

contrabando. La pérdida cuantitativa incluye lo que el país deja de recaudar por la 

importación de productos y lo que pierde por subsidio de combustibles, el cual se 

va de contrabando a países vecinos.  

La cifra sale a la palestra y cobra importancia luego de que el fin de semana 

pasado se aprehendiera a dos militares que transportaban mercadería de 

contrabando en un camión del Ejército en Oruro. La directora de la Aduana 

Nacional de Bolivia (ANB), Marlene Ardaya, atribuyó este hecho a que los 

funcionarios que trabajan en el control aduanero reciben bajos salarios.  

 El Instituto Boliviano de Comercio Exterior propuso cuatro puntos para 

contrarrestar el contrabando: el primero implica que del monto total que se pierde 

por año, entre un 10% y 20% se pueda destinar a fortalecer todo el sistema 

aduanero. El segundo aspecto apunta a mejorar de manera sustancial el salario 

que reciben los personeros que trabajan en el control aduanero.  

La tercer propuesta se refiere al incentivo económico para aquella persona 

ajena a la Aduana denuncie un hecho de contrabando. El cuarto punto se enfoca 

en que aquel municipio donde se evite el contrabando reciba un porcentaje de lo 

decomisado para invertirlo en obras.  

  “Lamentablemente nosotros pensamos que hay corrupción porque las 

personas que trabajan en el control aduanero no son bien pagadas, porque 

cuando ven a gente que gana mucho dinero de manera fácil, es más propensa a 

caer en esa cadena de ilegalidad”, expresó Wilfredo Rojo, presidente del 

IBCE. Según éste, la Aduana Nacional de Bolivia hizo caso en tres puntos 

sugerido por el IBCE, y lo que faltaría es mejorar la retribución al personal 

aduanero, el cual trabaja sin dotación de armas y apoyándose sólo en elementos 

de disuasión. 

  “Hay algo que nosotros no tenemos, por ejemplo, el tema del dinero, los 

contrabandistas ofrecen dinero en ruta, imagínense cuánto implica dejar pasar un 

camión o el tipo de mercancía versus el sueldo que recibe el personal de la 

Aduana”, aseveró Marlene Ardaya.  
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  El Comando General del Ejército instruyó la inmediata instauración de un 

Sumario Informativo Militar, con la finalidad de esclarecer las causas y 

circunstancias por las que militares incurrieron en el delito.  

Actualmente, el puerto de Iquique en Chile mueve 3 millones de toneladas de 

carga, de las cuales más del 50% llega a Bolivia por Oruro, el puerto de Arica 

mueve 2 millones 130 mil toneladas, de las que un 75% de carga es boliviana. Se 

estima que un alto porcentaje de la mercadería que entra por ambos puertos es de 

contrabando.  

 

Al tratar esta temática es necesario hablar sobre si es necesario eliminar el 

21060 lo cual se constituyesólo en un formalismo ya pasamos a explicar el 

porqué.“El decreto 21060 prácticamente ya ha sido desarticulado del mundo 

económico, quedando algunos resabios en la parte financiera”, esa es la posición 

del presidente del IBCE, Wilfredo Rojo en relación al decreto que fue creado en 

1985 para frenar la inflación y que se vaticina podría ser abrogado para el 1 de 

mayo. Rojo agregó que hoy la libre contratación prácticamente no existe, no hay 

los periodos de prueba, para poder negociar el despido de una persona hay que 

hacer un comité de despido, y ya se fijan cupos de exportación, todo eso hace que 

el 21060 quede sólo en papel. “Del 21060 ha quedado el legado de la formación 

de precios de la oferta y la demanda que fundamentalmente se da en el mercado 

informal, mientras que en el mercado formal los privados estamos maniatados con 

todas las medidas que ha adoptado el Gobierno y que nos condiciona a nuestro 

trabajo”, explicó el presidente del IBCE.  

Bolivia pierde por año alrededor de $us. 300 millones por concepto de 

contrabando. La pérdida cuantitativa incluye lo que el país deja de recaudar por la 

importación de productos y lo que pierde por subsidio de combustibles, el cual se 

va de contrabando a países vecinos y esto sumado a que estas actividades ilícitas 

se hallan ligadas a contravenciones aduaneras como la enunciada en el inc. e) de 

la Ley 1990. 
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e) MARCO CONCEPTUAL 

 

Aduana: Es la oficina pública, establecida generalmente en las costas y fronteras, 

para registrar, en el tráfico internacional, los géneros y mercaderías que se 

importan o exportan, y cobrar los derechos que adeudan. 

Arancel: Es la tarifa oficial que determina los derechos que se han de pagar en 

varios ramos, como el de costas judiciales, aduanas, ferrocarriles. También 

considerado como tasa, valoración, norma, ley. 

Comercio: Es la negociación que se hace comprando y vendiendo o permutando 

géneros o mercancías.  

Contrabando: Es el comercio o producción de géneros prohibidos por las leyes a 

los particulares, introducción o exportación de géneros sin pagar los derechos de 

aduana a que están sometidos legalmente, mercaderías o géneros prohibidos o 

introducidos fraudulentamente. 

Contravención: Vocablo que viene decontravenir.Se entiende por esto obrar en 

contra de lo que está mandado por alguna autoridad o norma legal administrativa. 

Derecho Tributario Sustantivo o material: es el conjunto de normas, principios e 

institutos que regulan la relación o vínculo jurídico que se produce entre el Estado, 

sujeto activo de la relación tributaria y los sujetos pasivos (contribuyentes, 

sustitutos, etc.) sometidos a su poder de imperio. Comprende entre otros el 

examen de la obligación tributaria, el hecho imponible o generador de las 

obligaciones, los distintos elementos de la obligación, los modos de extinción, 

privilegios y garantías.  

Derecho Aduanero: Es una rama del Derecho Fiscal, en el que el Estado en el 

ejercicio de su poder de imperio o poder tributario, recauda fondos para el tesoro 

nacional, con objeto de cumplir sus fines y atender las necesidades del país, 

también en el ejercicio de sus poderes constitucionales, tiene las atribuciones de 

conceder exenciones y liberaciones de las obligaciones tributarias aduaneras, 

limitando su derecho a percibir tributos a la importación o exportación de 

mercancías; puede prohibir o condicionar su internación o extracción del país, por 
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razones de orden sanitario, de seguridad del Estado, científicas, industriales o 

educacionales. 

Derecho Tributario Formal o Administrativo: Se refiere a la administración del 

tributo, en particular a las acciones que siguen para ir determinando, verificando, 

controlando y fiscalizando las distintas manifestaciones a objeto de establecer y 

obtener el pago del tributo. Es la aplicación de la norma material al caso concreto. 

Exención: Es el efecto de eximir de algo, constituyéndose en laventaja fiscal de la 

que por ley se beneficia un contribuyente y en virtud de la cual es exonerado del 

pago total o parcial de un tributo. 

Exportar: Es la acción mediante la cual se venden géneros, mercancías a otro 

país. 

Importar: Dicho de una mercancía es introducir en un país géneros, artículos o 

costumbres extranjeros. 

Impuesto: Tributo que se exige en función de la capacidad económica de los 

obligados a su pago. 

Incautar: Es cuando una autoridad judicial o administrativa priva a alguien de 

alguno de sus bienes como consecuencia de la relación de estos con un delito, 

falta o infracción administrativa. Cuando hay condena firme se sustituye por la 

pena accesoria de comiso. 

Integración: Proceso de carácter internacional en el cual dos o más países con 

características similares establecen acuerdos comunes políticos, económicos, 

aduaneros, religiosos, etc. 

Mercancía: Es una cosa mueble que se constituye en  objeto de trato o venta.  

Multa: Se entiende como la sanción administrativa o penal que consiste en la 

obligación de pagar una cantidad determinada de dinero a causa de haberse 

suscitado una contravención o violación a alguna normativa generalmente 

administrativa. 

Potestad Aduanera: Es la facultad de las autoridades competentes para 

intervenir sobre vehículos o medios de transporte que realicen operaciones de 

tráfico internacional o interno, sobre las mercancías que contengan, sobre los 

equipajes de pasajeros y tripulantes. 
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Tributo:Puede ser entendido como la carga continua u obligación que impone el 

uso o disfrute de algo, obligación dineraria establecida por la ley, cuyo importe se 

destina al sostenimiento de las cargas públicas.  

 

f) MARCO JURÍDICO POSITIVO VIGENTE Y APLICABLE 

 

 Como en todo estudio serio, pasaremos a señalar en su totalidad la parte 

normativa correspondiente en la Constitución Política del Estado a la presente 

Monografía, recalcando que la parte que más nos interesa es la que se encuentra 

subsumida en el art. 325 de esta norma ya que se refiere a las conductas del 

contrabando y otras similares que se constituyen en el objeto de estudio de 

nuestro trabajo. Además de todas aquellas normativas que en una concatenación 

muy simple tratan de regular este tipo de ilícitos, ya que si bien es obvio que no se 

ha realizado un estudio especializado al respecto, se está haciendo un verdadero 

esfuerzo por mejorar la manera de solucionar estos problemas por la vía práctica y 

así en un futuro poder proyectar mejores normas que rijan estos temas. 

 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO 

SECCIÓNI 

 

POLÍTICA FISCAL 

Artículo 321. 

I

. 

La administración económica y financiera del Estado y de todas las 

entidades públicas se rige por su presupuesto. 

I

I. 

La determinación del gasto y de la inversión pública tendrá lugar por 

medio de mecanismos de participación ciudadana y de planificación técnica y 

ejecutiva estatal. Las asignaciones atenderán especialmente a la educación, 

la salud, la alimentación, la vivienda y el desarrollo productivo. 

I

II. 

El Órgano Ejecutivo presentará a la Asamblea Legislativa 

Plurinacional, al menos dos meses antes de la finalización de cada año 

fiscal, el proyecto de ley del Presupuesto General para la siguiente gestión 



23 
 

anual, que incluirá a todas las entidades del sector público. 

I

V. 

Todo proyecto de ley que implique gastos o inversiones para el Estado 

deberá establecer la fuente de los recursos, la manera de cubrirlos y la forma 

de su inversión. Si el proyecto no fue de iniciativa del Órgano Ejecutivo, 

requerirá de consulta previa a éste. 

V

. 

El Órgano Ejecutivo, a través del Ministerio del ramo, tendrá acceso 

directo a la información del gasto presupuestado y ejecutado de todo el 

sector público. El acceso incluirá la información del gasto presupuestado y 

ejecutado de las Fuerzas Armadas y la Policía Boliviana. 

Artículo 322. 

I

. 

La Asamblea Legislativa Plurinacional autorizará la contratación de 

deuda pública cuando se demuestre la capacidad de generar ingresos para 

cubrir el capital y los intereses, y se justifiquen técnicamente las condiciones 

más ventajosas en las tasas, los plazos, los montos y otras circunstancias. 

I

I. 

La deuda pública no incluirá obligaciones que no hayan sido 

autorizadas y garantizadas expresamente por la Asamblea Legislativa 

Plurinacional. 

Artículo 323. 

I

. 

La política fiscal se basa en los principios de capacidad económica, 

igualdad, progresividad, proporcionalidad, transparencia, universalidad, 

control, sencillez administrativa y capacidad recaudatoria. 

I

I. 

Los impuestos que pertenecen al dominio tributario nacional serán 

aprobados por la Asamblea Legislativa Plurinacional. Los impuestos que 

pertenecen al dominio exclusivo de las autonomías departamental o 

municipal, serán aprobados, modificados o eliminados por sus Concejos o 

Asambleas, a propuesta de sus órganos ejecutivos. El dominio tributario de 

los Departamentos Descentralizados, y regiones estará conformado por 

impuestos departamentales tasas y contribuciones especiales, 

respectivamente. 

I

II. 

La Asamblea Legislativa Plurinacional mediante ley, clasificará y 

definirá los impuestos que pertenecen al dominio tributario nacional, 
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departamental y municipal. 

I

V. 

La creación, supresión o modificación de los impuestos bajo dominio 

de los gobiernos autónomos facultados para ello se efectuará dentro de los 

límites siguientes: 

1

. 

No podrán crear impuestos cuyos hechos imponibles sean 

análogos a los correspondientes a los impuestos nacionales u otros 

impuestos departamentales o municipales existentes, 

independientemente del dominio tributario al que pertenezcan. 

2

. 

No podrán crear impuestos que graven bienes, actividades 

rentas o patrimonios localizados fuera de su jurisdicción territorial, 

salvo las rentas generadas por sus ciudadanos o empresas en el 

exterior del país. Esta prohibición se hace extensiva a las tasas, 

patentes y contribuciones especiales. 

3

. 

No podrán crear impuestos que obstaculicen la libre circulación 

y el establecimiento de personas, bienes, actividades o servicios 

dentro de su jurisdicción territorial. Esta prohibición se hace extensiva 

a las tasas, patentes y contribuciones especiales. 

4

. 

No podrán crear impuestos que generen privilegios para sus 

residentes discriminando a los que no lo son. Esta prohibición se hace 

extensiva a las tasas, patentes y contribuciones especiales. 
 

Artículo 324. 

No prescribirán las deudas por daños económicos causados al Estado.  

Artículo 325. 

El ilícito económico, la especulación, el acaparamiento, el agio, la usura, el 

contrabando, la evasión impositiva y otros delitos económicos conexos serán 

penados por ley.  

 

La Ley Nº 1990 del 28 de Julio de 1999 denominada Ley General de 

Aduanas es la normativa principal que se constituye en objeto de respaldo del 

presente trabajo de Monografía, junto al Reglamento a La Ley General de 

Aduanas Decreto Supremo Nº 25870 de 11 de agosto de 2000. La norma 
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secundaria, pero no así menos importante, a tomarse en cuenta es la Resolución 

de Directorio RD 01-005-13 emitida en fecha 28 de febrero de 2013. Hecha esta 

breve introducción pasamos analizar los artículos pertinentes al caso.  

 

Primeramente debemos avocarnos a lo indicado en el título del presente 

trabajo, es decir, nos referiremos a las contravenciones aduaneras y como las 

encontramos positivadas en la Ley General de Aduanas, para lo cual nos 

referiremos asimismo a los artículos que las señalan: 

 

CAPÍTULO VI CONTRAVENCIONES ADUANERAS 

 

ARTÍCULO 186º.- Comete contravención aduanera quien en el desarrollo de una 

operación o gestión aduanera incurra en actos u omisiones que infrinjan o 

quebranten la presente Ley y disposiciones administrativas de índole aduanera 

que no constituyan delitos aduaneros. Las contravenciones aduaneras son las 

siguientes:  

a) Los errores de transcripción en declaraciones aduaneras que no desnaturalicen 

la precisión de aforo de las mercancías o liquidación de los tributos aduaneros.   

b) La cita de disposiciones legales no pertinentes, cuando de ello no derive un 

pago menor de tributos aduaneros.  

c) El vencimiento de plazos registrados en aduana, cuando en forma oportuna el 

responsable del despacho aduanero eleve, a consideración de la administración 

aduanera, la justificación que impide el cumplimiento oportuno de una obligación 

aduanera.   

En este caso, si del incumplimiento del plazo nace la obligación de pago de 

tributos aduaneros, éstos serán pagados con los recargos pertinentes 

actualizados.  

d) El cambio de destino de una mercancía que se encuentre en territorio aduanero 

nacional, siempre que ésta haya sido entregada a una administración aduanera 

por el transportista internacional, diferente a la consignada como aduana de 
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destino en el manifiesto internacional de carga o la declaración de tránsito 

aduanero.  

e) La resistencia a órdenes e instrucciones emitidas por la Aduana Nacional a los 

auxiliares de la función pública aduanera, a los transportadores internacionales de 

mercancía, a propietarios de mercancías y consignatarios de las mismas y a 

operadores de comercio exterior.  

f) La falta de información oportuna solicitada por la Aduana Nacional a los 

auxiliares de la función pública aduanera y a los transportadores internacionales 

de mercancías.   

g) Cuando se contravenga lo dispuesto en el literal c) del Artículo 12º de la 

presente Ley.  

h) Los que contravengan a la presente Ley y sus reglamentos y que no 

constituyan delitos.  

 

ARTÍCULO 187º.-   

Las contravenciones en materia aduanera serán sancionadas con:  

a) Multa que irá desde cincuenta Unidades de Fomento de la Vivienda (50.- 

UFV’s) a cinco mil Unidades de Fomento de la Vivienda (5.000.- UFV’s). La 

sanción para cada una de las conductas contraventoras se establecerá en esos 

límites mediante norma reglamentaria.  

b) Suspensión temporal de actividades de los auxiliares de la función pública 

aduanera y de los operadores de comercio exterior por un tiempo de (10) diez a 

noventa (90) días. 

La Administración Tributaria podrá ejecutar total o parcialmente las garantías 

constituidas a objeto de cobrar las multas indicadas en el presente artículo.  

Vigente por la Disposición Octava del Código Tributario Boliviano, Ley 2492 de 2 

de agosto de 2003.   

 

El siguiente artículo se refiere a la manera en la que se establecen las sanciones 

para las actividades que se instituyen en contravenciones aduaneras:  
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ARTÍCULO 187º.-   

I. Las contravenciones aduaneras serán sancionadas con:  

a) Multa según la gravedad de la contravención, a calificarse entre uno y diez 

salarios mínimos  nacionales.  

b) Suspensión temporal de actividades de los auxiliares de la función pública 

aduanera y de los operadores de comercio exterior por un tiempo de diez a 

noventa días.  

II. Los casos previstos en el literal e) del Artículo anterior serán sancionados con 

una multa equivalente de diez a treinta salarios mínimos nacionales la primera 

vez, de treinta a doscientos salarios mínimos nacionales la segunda vez y la multa 

anterior más suspensión de la autorización para realizar trámites aduaneros la 

tercera vez.   

La reincidencia se entenderá con relación a la misma instrucción u orden.  

III. Los casos previstos en el literal f) del Artículo anterior, serán sancionados con 

una multa equivalente de diez a treinta salarios mínimos nacionales.  

Quien cometa una contravención aduanera podrá poner en conocimiento de este 

hecho a la administración aduanera antes de cualquier fiscalización o 

requerimiento por parte de esta entidad, con el fin de atenuar la sanción que le 

corresponda.  

La Aduana Nacional podrá ejecutar total o parcialmente las garantías constituidas 

a objeto de cobrar las multas indicadas en el presente Artículo.   

Título Décimo Primero: Derogado por la Disposición Final Décima Primera del 

Código  Tributario Boliviano, Ley 2492 de 2 de agosto de 2003. 

 

Ahora debemos citar de manera textual los artículos atinentes a la parte 

procedimental relativos a las contravenciones aduaneras: 
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TÍTULO DÉCIMO SEGUNDO PROCEDIMIENTO PARA SANCIONAR 

CONTRAVENCIONES ADUANERAS 

CAPÍTULO ÚNICO PROCEDIMIENTO 

 

ARTÍCULO 242º.- El procedimiento administrativo que aplicará la Aduana 

Nacional procederá sobre la base de los principios de debido proceso, 

informalismo, economía, impulso de oficio y publicidad.  

 

ARTÍCULO 243º.- Cuando la administración aduanera tenga conocimiento de la 

comisión de una contravención aduanera iniciará proceso administrativo de 

investigación, el que deberá contener lo siguiente:  

a) La relación pormenorizada del hecho.  

b) El aforo y determinación de la obligación aduanera.  

c) La pretensión de la autoridad administrativa aduanera.  

 

ARTÍCULO 244º.- Iniciado el proceso administrativo de investigación, la 

administración aduanera notificará al o los contraventores, señalando, además, 

día y hora para audiencia dentro de los cinco días hábiles siguientes de la 

notificación.  

 

ARTÍCULO 245º.- El día y hora de la audiencia el administrador aduanero o el 

funcionario expresamente delegado por éste, recibirá y valorará las pruebas de 

descargo, debiendo los procesados realizar las aclaraciones necesarias respecto 

a los cargos imputados. En la misma audiencia se dictará resolución.  

La inasistencia de los procesados no suspenderá la dictación de la resolución 

administrativa, que determina la contravención y su sanción.   

 

ARTÍCULO 246º.- La Resolución Administrativa emitida por la autoridad aduanera 

estableciendo la comisión de contravenciones y determinadas las 

correspondientes sanciones, podrán ser impugnadas mediante recurso de 
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revocatoria interpuesto ante la misma autoridad aduanera que dictó la resolución 

Administrativa recurrida, dentro de los diez días siguientes a su notificación.  

Las contravenciones señaladas en los incisos e) y f) el artículo 186° de ésta Ley 

serán sancionadas sin la aplicación del presente proceso administrativo y no 

admitirán recurso de revocatoria.  

 

ARTÍCULO 247º.- La autoridad aduanera recurrida resolverá el recurso en el plazo 

de diez días siguientes a su interposición. La falta de pronunciamiento dentro del 

término, equivale a silencio administrativo denegatorio, dando lugar al recurso 

jerárquico que se substanciará ante el Directorio de la Aduana Nacional.  

 

ARTÍCULO 248º.- La Resolución denegatoria del recurso jerárquico agotará al 

procedimiento administrativo, quedando expedita la vía jurisdiccional contencioso 

administrativa, conforme al artículo 118 (I), literal 7º de la Constitución Política del 

Estado, dentro de la cual la acción se dirigirá contra el Presidente Ejecutivo de la 

Aduana Nacional en su condición de representante legal.  

ARTÍCULO 249º.- El Poder Ejecutivo, mediante Decreto Supremo, reglamentará el 

procedimiento del proceso administrativo normado por la presente Ley.   

 

ARTÍCULO 250º.- La ejecución de la resolución estará a cargo de la autoridad 

administrativa aduanera.  

 

ARTÍCULO 251º.- Si durante la tramitación del proceso por contravenciones 

aduaneras la administración aduanera estableciera la posible comisión de un 

delito aduanero, procederá a su denuncia y solicitud de investigación ante el 

Ministerio Público, de acuerdo a las normas de la presente Ley.   

 

ARTÍCULO 252º.- El procedimiento previsto en éste Capítulo será aplicable a las 

resoluciones administrativas emitidas por autoridad aduanera relativas a la 

liquidación de tributos aduaneros.   
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 Al hacer un correcto anunciamiento de las normas aplicables al tema es 

necesario acompañar la norma adjetiva a la sustantiva, motivo poro el que, 

pasamos a enunciar el procedimiento de contravenciones aduaneras previsto en el 

Reglamento de la Ley General de Aduanas y sus derogaciones correspondientes, 

a efectos de mostrar la normativa positiva vigente completamente actualizada.   

 

TÍTULO DÉCIMO PROCEDIMIENTO DE CONTRAVENCIONES ADUANERAS 

CAPÍTULO I CONTRAVENCIÓN ADUANERA 

 

ARTÍCULO 283° (PRINCIPIO DE LEGALIDAD).- Para que un acto, hecho u 

omisión sea calificado como contravención aduanera, deberá existir infracción de 

la Ley, del presente reglamento o demás disposiciones administrativas, que no 

constituyan delitos aduaneros. No habrá contravención por interpretación 

extensiva o analógica de la norma. Cuando por un mismo hecho se incurra en más 

de una contravención se aplicará la sanción mayor o más grave.    NORMAS 

CONEXAS DE LA LEY.- Artículo 186.  

 

ARTÍCULO 284° (FACULTAD PARA CALIFICAR CONTRAVENCIONES).- La 

Aduana Nacional, a través de sus autoridades competentes, tiene la facultad de 

calificar y sancionar administrativamente la contravención aduanera conforme a lo 

previsto por la Ley y el presente reglamento.  

 

ARTÍCULO 285° (CLASES DE CONTRAVENCIONES).- La Aduana Nacional, 

mediante Resolución de su Directorio, aprobará la clasificación de 

contravenciones y la graduación en la aplicación de sanciones previstas en la Ley 

y el presente reglamento, en consideración a la gravedad de las mismas y los 

criterios de reincidencia, objetividad, generalidad, equidad y no discrecionalidad.   

Las contravenciones aduaneras serán objeto de proceso administrativo aduanero. 

Podrá concluirse anticipadamente el proceso cuando el contraventor acepte su 

responsabilidad y de cumplimiento a la sanción en el límite mínimo que le 

corresponda.   
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Las contravenciones previstas en los incisos e) y f) del artículo 186 de la Ley y 

aquellas sancionadas con una multa igual a un salario mínimo nacional, no 

estarán sujetas al proceso administrativo a que se refiere el párrafo precedente y 

con su cancelación se habrá cumplido la sanción de la contravención.  NORMAS 

CONEXAS DE LA LEY.- Artículos 186 y 187.  

 

ARTÍCULO 286° (CAUSALES, ATENUANTES Y EXCLUYENTES DE 

RESPONSABILIDAD).- Quien ponga en conocimiento de la autoridad aduanera, 

por propia iniciativa e interés, cualquier contravención aduanera, antes de una 

fiscalización o requerimiento por parte de la Aduana, será pasible a la sanción 

mínima que le corresponda. La responsabilidad personal emergente de la 

comisión de una contravención aduanera podrá ser materia de exclusión en casos 

de fuerza mayor o caso fortuito debidamente acreditados.  

 

CAPÍTULO II PROCEDIMIENTO 

 

Previamente a continuar con el enunciamiento de la normativa atinente al tema de 

contravenciones aduaneras, citaremos a manera de ejemplo el siguiente texto 

referente a el contrabando: “la sanción en el caso del contrabando puede ser 

de tres (3) a seis (6) años de privación de libertad, cuando el valor de los 

tributos omitidos de la mercancía decomisada sea superior a UFV´s 200.000.- 

…se establece una sanción económica, además del decomiso de las 

mercancías introducidas de contrabando y de los medios que sirvieron para 

su internación al país. El ocntrabando de montos menores a 200.000.- UFV´s 

se trata y se sanciona como contravención, sólo por la Administración 

Tributaria Aduanera” (GARCIA, Oscar. Derecho Tributario. Pp. 449).Como se 

puede observar de la lectura de esta cita textual nos proponemos a señalar toda la 

normativa vigente relativa a las contravenciones aduaneras, ya que, el 

contrabando dependiendo del monto al que asciende se lo puede tratar como 

delito o como contravención, razón por la cual se hace esta breve explicación ya 

que se trata de un tipo normativo sui generis. 
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ARTÍCULOS 287° a 295°.-   DEROGADOS.   

NOTA.- Los artículos 287 a 295 han sido derogados por la Disposición Final 

Primera del Decreto Supremo No. 27310 de 09-01-04 Reglamento al Código 

Tributario Boliviano. Los artículos 21, 53 y 60 del Reglamento al Código Tributario 

Boliviano contienen disposiciones relativas al procesamiento de contravenciones 

tributarias.  

 

REGLAMENTO AL CÓDIGO TRIBUTARIO 

 

ARTÍCULO 21.- (PROCEDIMIENTO PARA SANCIONAR CONTRAVENCIONES 

TRIBUTARIAS). El procedimiento administrativo para sancionar contravenciones 

tributarias podrá realizarse:  

a) De forma independiente, cuando la contravención se hubiera detectado a través 

de acciones que no emergen del procedimiento de determinación. b) De forma 

consecuente, cuando el procedimiento de determinación concluye antes de la 

emisión de la Vista de Cargo, debido al pago total de la deuda tributaria, surgiendo 

la necesidad de iniciar un sumario contravencional. c) De forma simultánea, 

cuando el sumario contravencional se subsume en el procedimiento de 

determinación, siendo éste el que establece la comisión o no de una 

contravención tributaria.  

La Administración Tributaria queda facultada para establecer las disposiciones e 

instrumentos necesarios para la implantación de estos procedimientos.  

 

ARTÍCULO 53.- (COMPETENCIA PARA PROCESAR CONTRAVENCIONES 

ADUANERAS). Son competentes para procesar y sancionar contravenciones 

aduaneras:  

a) La Administración Aduanera de la jurisdicción donde se cometió la 

contravención.  

b) La Gerencia Regional de Aduana, en caso de fiscalización diferida o ex post.  
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ARTÍCULO 60.- (REMATE EN CASO DE CONTRAVENCIONES ADUANERAS). 

El remate de bienes decomisados, incautados, secuestrados o embargados en 

casos de contravenciones aduaneras, se realizará por la Administración Aduanera 

directamente o a través de terceros autorizados por la misma para este fin, en la 

forma y según medios que se establecerá mediante resolución de la máxima 

autoridad normativa de la Aduana Nacional. Los bienes se rematarán en los 

lugares que disponga la Administración Aduanera en función de procurar el mayor 

beneficio para el Estado.  

En casos de contravención aduanera de contrabando, la administración tributaria 

procederá al remate de las mercancías decomisadas, dentro de los diez (10) días 

siguientes a la elaboración del acta de intervención, en aplicación del Parágrafo II 

del Artículo 96 de la Ley N° 2492.  

El valor base del remate será el valor CIF de importación que se determinará 

según la base de precios referenciales de la Aduana Nacional, rebajado en un 

cuarenta por ciento (40%), no incluirá tributos aduaneros y el adjudicatario 

asumirá, por cuenta propia, el pago de dichos tributos y el cumplimiento de los 

requisitos y formalidades aduaneras para la nacionalización de la mercancía. No 

será necesaria la presentación de autorizaciones previas, con excepción de 

mercancías que constituyan sustancias controladas reguladas por la Ley N° 1008 

y tratándose de mercancías que requieren certificados sanitarios, sólo se exigirá la 

presentación del certificado sanitario emitido por autoridad nacional.  

La liquidación de los tributos aduaneros de importación se efectuará sobre el valor 

de adjudicación como base imponible.  

Cuando en el acto de remate no se presenten postores, la Administración 

Aduanera procederá a la venta directa a la mejor propuesta presentada, pudiendo 

realizarse a través de medios informáticos o electrónicos, conforme a 

procedimiento aprobado por la máxima autoridad normativa.  

Tratándose de productos perecibles, alimentos o medicamentos, la publicación del 

edicto de notificación y del aviso de remate se efectuará en forma conjunta con 24 

horas de anticipación a la fecha del remate. Se procederá al remate sin precio 

base y se adjudicará al mejor postor. En caso de que dichas mercancías requieran 
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certificados sanitarios, la Administración Aduanera solicitará en forma previa la 

certificación oficial del órgano competente que deberá ser emitida con anterioridad 

al acto del remate. Cuando en el acto del remate no se presenten postores y se 

trate de mercancías perecederas, alimentos o medicamentos de próximo 

vencimiento que imposibilite su remate dentro de los plazos establecidos al efecto, 

la Administración Aduanera en representación del Estado dispondrá la 

adjudicación gratuita a entidades públicas de asistencia social, de educación o de 

salud. 

 

CAPITULO II. DIAGNÓSTICO DEL TEMA DE LA MONOGRAFÍA 

TITULO SEGUNDO DIAGNÓSTICO DEL TEMA DE LA MONOGRAFÍA 

CAPITULO I El Procedimiento Administrativo emergente de la incautación de 

mercaderías. 

  

I.1. ConceptoYa hecha la explicación y citación de la normativa positiva y 

aplicable relativa al tema, debemos referirnos de manera directa a lo referente al 

Procedimiento Administrativo instaurado para regular la incautación de 

mercaderías: 

Este procedimiento se denomina Manual para el Procesamiento por el 

Contrabando Contravencional, el cual se entiende coma aquel que se instaura a 

fin de efectuar una serie de procedimientos sistemáticos para sancionar mediante 

una Resolución emanada por autoridad competente, a aquellos que hayan 

incurrido en la comisión de contravenciones aduaneras en el ejercicio de 

internamiento de mercancías en territorio nacional. 

I.2.Procesamiento de Contravenciones y Delitos Aduaneros. 

I.3. La Multa 

La multa para estos casos se encuentra fijada en el art. 187 de la Ley 1999 en 

su parágrafo I. Las contravenciones aduaneras serán sancionadas con:  

a) Multa según la gravedad de la contravención, a calificarse entre uno y diez 

salarios mínimos  nacionales.  



35 
 

Si bien la doctrina reconoce al contrabando como un ilícito aduanero, 

entendido como delito de orden público, nuestra legislación lo trata como una 

forma de contravención y también como delito, ya que si bien se  configura como 

una acción antijurídica está sujeta a un tratamiento previo, mediante un proceso 

administrativo, en el caso de que se hayan efectuado decomisos de mercaderías 

no consideradas ilícitas. Por lo  cual su sanción es el pago de una multa fijada por 

ley.   

 

CAPITULO II Las  Resoluciones Nº RD 01-005-13 La Paz 28 de Febrero de 

2013 “Manual para el Procesamiento por Contrabando Contravencional” y 

Resolución Nº RD 01-006-13 La Paz 05 de Marzo de 2013. 

II.1. Análisis. 

 

El Manual para el Procesamiento por Contrabando ContravencionalRD 

(Resolución de Directorio) 01-005-13 emitida en fecha 28 de febrero de 2013, que 

en su totalidad se refiere a los siguientes puntos: 

Objetivos, alcances, responsabilidades, base legal entre otros. Siendo el más 

importante recalcar el punto de los aspectos Técnicos y Operativos. 

 

 El decomiso de mercancías que serán efectuados por funcionarios del 

COA. Previamente hecha la verificación de la mercancía, posteriormente 

un acta de inventariación y entrega de la mercancía y medios de transporte 

comisados al concesionario de depósito aduanero o de zona franca. 

 Seguidamente se hace la valoración de dichos bienes, se sigue con la 

elaboración del acta de intervención, se formula inmediatamente después 

el parte de recepción, la notificación de la intervención, se efectúa la 

presentación de descargos, luego remitiéndose los antecedentes al 

Técnico para que emita el Informe Técnico correspondiente. 

 Y por último se da la emisión de la Resolución Final Sancionatoria o 

Administrativa, con la que se da la notificación de la Resolución y con lo  

determinado por ésta, se precederá a la Devolución y/o Destrucción de la 
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mercancía según sea el caso. Procediéndose al archivo de cuadernos de 

procesos por contrabando contravencional.  

 

II.2. Procedimientos. 

Finalizando este punto debemos citar la Resolución de Directorio Nº RD 01-

006-13 emitido en fecha 05 de marzo de 2013, en la cual se Resuelve aprobar la 

inclusión de las dos nuevas conductas al Anexo de Clasificación de 

Contravenciones Aduaneras y Graduación de Sanciones, referido al destino 

Aduanero Especial o de Excepción, de la siguiente manera: 

 

DESCRIPCIÓN DE LA 

CONTRAVENCIÓN 

SANCION 

No permitir el manifiesto de Viajeros y 

el manifiesto de los Miembros de la 

Tripulación al arribo o salida de vuelos 

internacionales con la información 

completa, correcta y remitida en los 

plazos establecidos en el 

Procedimiento para el Régimen de 

Viajeros en Aeropuertos 

Internacionales.  

2500 UFV´s. 

No entregar por parte de la Línea 

antes o durante el vuelo con destino a 

Estado Plurinacional de Bolivia la 

“Declaración Jurada de equipaje 

Acompañado-Formulario Nº 250 a 

cada viajero individual o a cada 

presente de un grupo familiar, para su 

posterior presentación ante el 

funcionario de aduana.” 

500 UFV´s. 
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Es importante citar este punto ya que al ingresar mercaderías a territorio 

nacional de esta  manera también se están llevando a cabo contravenciones 

aduaneras, las cuales, como se analizó anteriormente llevan implícita su sanción 

correspondiente.  

 

II.3. Conclusiones. 

 

Necesidad  de extinguir el procedimiento administrativo emergente de la 

incautación de mercaderías en el Procesamiento de Contravenciones 

Aduaneras, cuando ya se pagó por adelantado la multa. 

 

1. Consideraciones Legales - Normativas y Derecho Comparado. 

En la legislación Argentina y la Chilena en sus respectivas normativas 

aduaneras se trata de no imponer un proceso administrativo tedioso que 

perjudique el flujo comercial ya que directamente proceden al decomiso de las 

mercaderías ingresadas por contrabando contravencional en sus territorios en la 

frontera con la Quiaca por ejemplo, restituyéndolas a sus auténticos detentadores 

cuando se realice el pago de las multas previstas. 

 

2. BENEFICIOS.- 

 

 Simplificar el sistema procesal aduanero promueve la mayor tributación. 

Es una regla en materia comercial ,y por lo tanto, factiblemente aplicable a 

materia Aduanera, el conseguir un flujo comercial intenso y continuo a objeto de 

obtener mayor tributación, siendo que en el caso de que se den contravenciones 

aduaneras como el contrabandocontravencional, se trate de conseguir recuperar 

el dinero perdido en tributaciones por medio, de una multa, ya que, con el pago de 

ésta se estaría resarciendo el daño económico patrimonial efectuado en contra del 

Estado mucho más cuando esta se realizó por adelantado como manera de 

continuar con las operaciones comerciales.   
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 El pago de la multa fijada es una sanción suficiente para solucionar el 

problema de las contravenciones aduaneras desde el enfoque estatal.  

 

 El Estado siempre debe buscar la obtención de recursos de manera lícita y 

en el caso de las contravenciones aduaneras que como se explicó a lo largo de la 

presente monografía, no se constituyen en delitos ,razón por la cual, se 

constituyen plenamente en actitudes sancionadas por medio de la emisión de una 

Resolución Sancionatoria emergente de un Procedimiento Administrativo creado a 

efectos del caso y no así de uno penal, por lo que, se hace permisible realizar un 

pago por adelantado de la multa que se fija como sanción a este tipo de 

actividades, siendo así, lógico que para evitar gastos logísticos y de tiempo se 

debe suspender dicho procedimiento ya que la finalidad por la que se lo instaura 

ya se llevó a cabo, y de esta manera, evitar los trámites burocráticos de su 

realización que no sólo se tornan innecesarios, sino también seriamente 

perjudiciales ya que es de sobreentenderse que la actividad comercial es violenta 

y necesita de celeridad en su aplicación.  

 

 Porqué es beneficioso el pago por adelantado de la multa por 

contravenciones aduaneras. (Perspectiva de los particulares). 

 

 Desde la perspectiva de los administrados la visión es similar a la del 

Estado, ya que se dan los mismos efectos, pero por así decirlo éstos se producen 

en una escala reducida, la cual pasamos a explicar desde un punto de vista que 

es fruto del enfoque metodológico investigativo introspectivo o fenomenológico.   

 La actividad de producción de capitales y flujo de dinero en nuestro país se 

yergue en su mayor parte, gracias a la actividad comercial lícita en sus distintas 

formas y especies, es por esto que ante la situación de que se decomisen 

mercaderías por motivos de que los particulares hayan incurrido en la comisión de 

contravenciones aduaneras, se encuentran pasibles a ser procesadas sus 

mercaderías por medio de un Procedimiento Administrativo que es hallado 

funcional cuando éstos no quieren cancelar su multa o abandonansus 



39 
 

mercaderías por ejemplo, pero en la situación específica de que los interesados en 

recuperar sus mercaderías hayan abonado de manera adelantada el pago de la 

multa prevista para la sanción de la conducta típica positivada en las normas de 

materia aduanera, no deberían ser sometidos a este proceso administrativo, 

porque en nuestra realidad nacional se verifica que es moroso, tedioso y 

perjudicial porque hay que sumarle a estos aspectos negativos que la corrupción 

de los funcionarios de aduana aún no ha sido superada, y por lo tanto, es 

absolutamente necesario dar viabilidad a la actividad económica ya que se 

constituye en pilar de la economía nacional.    

DERECHOS VULNERADOS. 

 

 Con la conducta precitada, el derecho de los particulares al acceso a sus 

mercaderías y el de obtener rédito en la ejecución de sus operaciones comerciales 

se encuentra compelido y frenado, por el excesivo trámite burocrático que implica 

solucionar un problema que ya fuese solucionado al haberse satisfecho el derecho 

del Estado al haberse operado el resarcimiento del daño causado en su contra por 

medio del pago de la multa fijada para las contravenciones aduaneras, además 

que el mismo Estado se encuentra seriamente perjudicado en su derecho 

constitucional al no poder percibir los tributos correspondientes de los particulares 

que en caso de ser imposible realizar sus actividades comerciales recurrirán al 

contrabando y otras conductas atípicas. 

 

CAPITULO IV PROPUESTA 

 

ELEMENTOS DE CONCLUSIÓN 

 

1. CONCLUSIONES CRÍTICAS 

 

1) PRIMERA CONCLUSIÓN 

Como primera conclusión debemos señalar que si bien las normativas en 

materia aduanera son sencillas y tienen un carácter práctico aún no han podido 
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llenar una serie de vacíos jurídicos como en el caso del presente trabajo, no llegan 

a satisfacer las necesidades de los administrados, en esta laguna legal emergente 

de situaciones de política administrativa, es decir, en palabras más escuetas, las 

normas se tornan insuficientes ya que no están cubriendo los aspectos 

emergentes de la evolución del mercado y la tendencias comerciales de 

vanguardia. 

2) SEGUNDA CONCLUSIÓN 

Se ha observado que la iniciativa de muchos comerciantes que incurriesen 

en la realización de contravenciones aduaneras de pagar por adelantado sus 

multas se torna en una manera eficaz de solucionar el problema del decomiso de 

las mismas, a fin de que éstas les sean restituidas y de esta manera continuar con 

la actividad comercial, lo cual, también llega a ser beneficioso para el Estado ya 

que es una ahorro en la prosecución de un proceso administrativo que en estos 

casos específicos se torna innecesario e insustancial, meramente burocrático y 

perjudicial para ambas partes, porque es necesario utilizar esos recursos 

humanos, logísticos y de tiempo en pos de tratar temas que si requieren de la 

utilización de éstos. 

 

3) TERCERA CONCLUSIÓN 

A objeto de buscar una mejor aplicación de las políticas jurídicas y 

administrativas en materia aduanera se torna necesario y útil realizar estudios 

pormenorizados y científicos de muchas problemáticas incorrectamente tratadas 

en esta área del conocimiento aduanero, muchas de ellas tratadas por analogía o 

de manera errónea, porque, el comercio internacional aumenta cada vez más y 

más, en fronteras, es por esto, que se configuran nuevos cuadros de situaciones 

atípicas que ameritan que se las analice, para futuramente ser clasificadas, 

jerarquizadas y de esta manera lleguen a servir como precedentes no sólo para 

futuras situaciones similares, sino, para ser ejemplos de cómo solucionarlas a 

países vecinos.   
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2. RECOMENDACIONES Y SUGERENCIAS 

 Se recomienda proseguir con el trabajo de investigación científica en 

materia aduanera ya que es un área muy interesante e intrincada, complicada y 

digna de ser objeto de estudios especializados que den soluciones prontas, 

prácticas y útiles en las distintas problemáticas que se planteen y aparezcan a lo 

largo de su desarrollo y desenvolvimiento diario, ya que con la globalización, la 

integración cada vez más profunda entre los pueblos sur americanos y del mundo 

entero se necesita marcar la importancia no sólo económica que aporta al Estado, 

sino también, es un sector productivo en materia científica comercial y jurídica, 

porque, debemos recordar que nuestro territorio tiene fronteras con muchos 

países debido a nuestra mediterraneidad, razón que deja en nuestras manos el 

legado histórico de ser precursores, vanguardistas y pioneros en estas 

actividades. 

 

3. ÍNDICE DE NOMBRES O DE CUADROS 
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4. APÉNDICES O ANEXOS  

 

SENTENCIA CONSTITUCIONAL 1264/2011-R  

Sucre, 16 septiembre de 2011  

 

Expediente: 2009-19789-40-AAC  

Distrito: Pando  

Magistrado Relator: Dr. Abigael Burgoa Ordóñez  

 

En revisión la Resolución pronunciada dentro de la acción de amparo 

constitucional, interpuesta por Gary Velarde Suárez contra Ricardo Zapata Cuba, 

Administrador a.i. de la Administración Regional de Cobija de la Aduana Nacional.  

 

I.ANTECEDENTES CON RELEVANCIA JURÍDICA  

 

I.1. Contenido de la acción  

 

I.1.1. Hechos que la motivan  

 

Por memorial presentado el 5 de mayo de 2009, cursante de fs. 20 a 22, el 

accionante refiere que el 12 de enero de ese año, fue contratado por Bladimir 

Tukudome y Alejandro Pérez Jiménez, para transportar mercadería que fue 

cargada a su camión en la localidad de Porvenir para ser llevada por Puerto Rico 

hasta Riberalta y aunque los propietarios de la mercadería exhibieron las facturas 

de compra efectuada en la zona franca; por orden de un oficial de la Naval, fue 

trasladada a recintos de esa entidad y luego a Zofra Cobija, donde fue detenido y 

remitido a la Fiscalía, siendo acusado del delito de contrabando. Celebrada la 

audiencia de medidas cautelares, el Juez Primero de Instrucción en lo Penal 

mediante Auto 13/2009 de 15 de enero, dispuso su libertad y la devolución de su 

camión; devolución que también fue dispuesta por la Fiscal asignada al caso; sin 

embargo, los funcionarios de la Aduana se resistieron a entregarle su herramienta 
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de trabajo, a pesar de no haber cometido falta ni contravención alguna; toda vez 

que, el trasporte de la mercadería se produjo dentro del territorio aduanero del 

país y cuenta con la documentación de respaldo, además no cruzó ninguna tranca 

ni control aduanero para que se le impute del delito de contrabando.  

No obstante de haber sido sobreseído del delito imputado; la Aduana en forma 

ilegal y arbitraria retuvo su camión que constituye su herramienta de trabajo con la 

cual sustenta a su familia y después de peregrinar por las oficinas de dicha 

entidad durante cuatro meses, no logró la devolución ordenada por autoridad 

jurisdiccional mediante Auto 13/2009 y requerimientos fiscales de 11 de febrero y 

de 16 de marzo de 2009.  

 

I.1.2. Derechos supuestamente vulnerados  

 

Considera lesionados los derechos a la vida, al trabajo y a la propiedad, citando al 

efecto los arts. 15, 46 y 56 de la Constitución Política del Estado (CPE).  

 

I.1.3. Petitorio  

Solicita se declare “procedente” la acción tutelar presentada y que se disponga la 

devolución de su herramienta de trabajo. 

 

I.2. Audiencia y Resolución del Tribunal de garantías  

 

En la audiencia pública de la acción de amparo constitucional efectuada el 7 de 

mayo de 2009, según consta en el acta cursante a fs. 55 y vta., se produjeron los 

siguientes actuados: 

 

I.2.1.Ratificación de la acción  

 

El accionante a través de su abogado ratificó el memorial de la acción en su 

integridad, reiterando los fundamentos expuestos.  
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I.2.2.Informe de la autoridad demandada  

 

La autoridad demandada Ricardo Zapata Cuba, administrador ai. de la Aduana 

Nacional en Cobija, mediante el informe escrito cursante de fs. 53 a 54, leído en 

audiencia, señaló: a) El 14 de enero de 2009, funcionarios del Control Operativo 

de Aduanas, interceptaron el camión con placa de control 2075 KYN, conducido 

por el hoy accionante; vehículo que transportaba mercancía consistente en 

cigarrillos y otros enseres, sin contar con la documentación legal que acredite su 

legal salida de la zona franca de Cobija, razón por la cual se elaboró el Acta de 

intervención COARLPZ-001/2009 por el delito de contrabando, por un valor de la 

mercancía de Bs 128141,63.-(ciento veintiocho mil ciento cuarenta y un 63/100 

bolivianos) y un tributo omitido de 56.031,41.- Unidades de Fomento a la Vivienda 

(UFV´s); b) En la misma fecha, se sometió el proceso a conocimiento del 

Ministerio Público, que en el marco de su competencia imputó formalmente a 

Wilson Alejandro Pérez Jiménez y a Gary Velarde Suárez; sin embargo, el 22 de 

enero del citado año, se solicitó a la Fiscalía que se rechace el conocimiento del 

caso, al no superar el tributo omitido las 200.000.- UFV´s lo cual determina que no 

se trata de un delito sino de una contravención; c) En respuesta a la apelación 

planteada por la Aduana contra las medidas cautelares aplicadas por el Juez 

Instructor, la Sala Penal de la Corte Superior del Distrito Judicial de Pando, 

mediante Auto de Vista, dispuso que la Jueza inferior en grado aplique la Ley 

Financial de 2009, declarando probada la falta de acción y dejando sin efecto las 

medidas cautelares de carácter personal contra los imputados; d) El 4 de marzo 

de 2009, la Fiscal de Materia planteó al Juez Primero de Instrucción en lo Penal; 

excepción de falta de acción que fue declarada probada y el 20 de marzo del 

mismo año, la representante del Ministerio Público, dispuso la remisión de 

antecedentes a la Administración Aduanera para que inicie el proceso sumario 

administrativo por el ilícito aduanero contravencional, que después de la recepción 

de pruebas de descargo, concluyó con la emisión de la Resolución sancionatoria 

016/2009 de 9 de abril que declaró probado el ilícito aduanero; Resolución que fue 

apelada; asimismo, el 15 de abril de 2009, Wilson Alejandro Pérez Jiménez y el 
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accionante solicitaron la devolución del medio de transporte o la reducción de la 

sanción impuesta; y, e) El accionante no estableció con claridad cómo la Aduana 

infringió la Constitución o las leyes, tampoco agotó el procedimiento; por lo que, en 

aplicación del principio de subsidiariedad no corresponde conceder la tutela 

solicitada.  

 

I.2.3.Resolución  

 

A través de la Resolución 15 de 7 de mayo de 2009, cursante a fs. 56 a 57 vta., la 

Sala Civil, Social, de Familia, Niño, Niña Y Adolescente de la Corte Superior del 

Distrito Judicial de Pando, constituida en Tribunal de garantías, concedió la tutela 

solicitada, sin costas, ordenando a la Aduana Regional de Cobija, que en forma 

inmediata entregue el camión de propiedad del accionante, argumentando que la 

resolución sancionatoria emitida por la Aduana, sólo hace referencia al decomiso y 

remate de la mercancía y no se refiere al medio de transporte, por lo que no existe 

razón alguna para denegar su devolución, siendo injustificada la retención del bien 

mueble en cuestión, además de ser ilegal.  

 

I.3. Trámite procesal en el Tribunal Constitucional  

 

Dada la carga procesal, mediante Ley 040 de 1 de septiembre de 2010, se 

ampliaron las facultades otorgadas a este Tribunal por Ley 003 de 13 de febrero 

de 2010, denominada, a objeto de conocer y resolver las acciones de defensa de 

derechos fundamentales presentadas a partir del 7 de febrero de 2009; es decir, 

bajo el nuevo orden constitucional; por lo que, por Acuerdo Jurisdiccional 

001/2011 de 11 de enero, se procedió a la reanudación de sorteos de causas; sin 

embargo al no haber obtenido consenso fue devuelto para segundo sorteo 

mediante Acuerdo Jurisdiccional 044/2011-Quater de 10 mayo realizándose este 

acto el 28 de julio del presente año, por lo que la presente Sentencia es 

pronunciada dentro de plazo  

 



46 
 

II. CONCLUSIONES  

 

De la revisión y compulsa de los antecedentes que cursan en obrados, se 

establece lo siguiente:  

 

II.1.El 14 de enero de 2009, la Fiscal de Materia de Cobija presentó imputación 

formal contra el accionante y Wilson Alejandro Pérez Jiménez por la presunta 

comisión del delito de contrabando, solicitando al Juez de Instrucción de turno en 

lo penal la aplicación de medidas sustitutivas a la detención preventiva, así como 

el decomiso preventivo de la mercadería y del medio de transporte que se utilizó; 

medidas que fueron dispuestas en la audiencia señalada por el Juez Segundo de 

Instrucción en lo Penal, celebrada el 15 de enero de 2009, en la que a través del 

Auto Interlocutorio 13/2009 se dispuso la presentación semanal de los imputados, 

así como el arraigo y el decomiso de la mercadería, debiendo ser devuelto el 

vehículo incautado (fs. 4 a 10).  

 

II.2.El 10 de febrero de 2009, el accionante, dentro de la investigación iniciada en 

su contra por los supuestos delitos y contravenciones tributarias, solicitó a la Fiscal 

de Materia, que en mérito a la acreditación de su derecho propietario sobre el 

camión Nissan, con placa de control 2075 KYN, disponga su devolución, 

ameritando el requerimiento fiscal de 11 de febrero de 2009, por el cual la 

nombrada autoridad dispuso que la Aduana Regional proceda con la devolución 

impetrada (fs. 3 y vta.).  

 

II.3.Por Auto de 12 de marzo de 2009, el Juez Segundo de Instrucción en lo Penal 

declaró probada la excepción de falta de acción planteada por la Fiscal asignada 

al caso, al haber comprobado que la conducta de los imputados Gary Velarde 

Suárez y Wilson Alejandro Pérez Jiménez, no constituye delito, se dispuso dejar 

sin efecto las medidas cautelares de carácter personal impuestas en su contra (fs. 

44 y vta.).  
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II.4.Mediante memorial presentado el 16 de marzo de 2008, el accionante solicitó 

a la Fiscal de Materia que disponga la devolución del camión que fue incautado, 

aduciendo la extinción de la acción penal y la suspensión de las medidas 

cautelares; solicitud que fue denegada mediante providencia de la misma fecha, 

con el argumento de haber dispuesto dicha devolución el 11 de febrero de 2009, 

además que en virtud a que la persecución penal no pudo continuar ante la 

inexistencia de un ilícito penal, dejando de ser de su competencia a partir de la 

resolución pronunciada por el Juez de la causa el 12 de marzo de 2009 (fs. 2 y 

vta.).  

 

II.5.El 25 de marzo de 2009, el accionante y Wilson Pérez Jiménez se 

apersonaron ofreciendo prueba de descargo y solicitaron al Sub Administrador de 

Aduanas de la zona franca de Cobija, la devolución de los bienes que les fueron 

incautados, emitiendo dicha autoridad la providencia de 30 de marzo, aceptando la 

personería sin pronunciarse sobre la devolución impetrada (fs. 46 y 47).  

 

II.6.A través de la Resolución sancionatoria de 9 de abril de 2009, el Administrador 

a.i. de la Administración Cobija de la Aduana Nacional, declaró probada la 

comisión de la contravención aduanera por contrabando, disponiendo la 

devolución de 35 cajas de cerveza Paceña y el remate de las mercancías objeto 

de contrabando (fs. 29 a 30).  

 

II.7.Por memorial presentado el 15 de abril de 2009, el accionante y Wilson Pérez 

Jiménez solicitaron al Administrador de la Aduana de Cobija que en cumplimiento 

del requerimiento fiscal y del Auto Interlocutorio emitido por el Juez segundo 

cautelar, disponga la devolución del camión y de la mercadería que les pertenece 

(fs.49 a 50)  
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III. FUNDAMENTOS JURÍDICOS DEL FALLO  

 

El accionante, alega la vulneración de los derechos a la vida, al trabajo y a la 

propiedad; denunciando que la autoridad demandada omitió cumplir con la 

devolución del camión de su propiedad dispuesta por el Juez Segundo de 

Instrucción en lo Penal, así también por la Fiscal asignada al caso, pues los 

funcionarios de la Aduana se resistieron a entregarle el vehículo considerado 

como su herramienta de trabajo, a pesar de no haber cometido falta o 

contravención alguna, dado que la mercadería que transportó fue dentro del 

territorio aduanero, cuenta con la documentación de respaldo, además que 

tampoco cruzó ninguna tranca ni control aduanero para que se le impute delito 

alguno. En revisión, corresponde analizar si la presente acción de amparo 

constitucional que se analiza, cumple con los requisitos para ingresar al análisis de 

la problemática planteada y en su caso, si los actos denunciados ameritan 

conceder o denegar, la tutela solicitada.  

 

III.1.La subsidiariedad de la acción de amparo constitucional  

 

La acción de amparo constitucional, conforme establecen los arts. 128 y 129.I de 

la CPE, tendrá lugar “…contra los actos u omisiones ilegales o indebidos de los 

servidores públicos, o de persona individual o colectiva, que restrinjan, supriman, o 

amenacen restringir o suprimir los derechos reconocidos por la Constitución y la 

ley” y “siempre que no exista otro medio o recurso legal para la protección 

inmediata de los derechos y garantías restringidos, suprimidos o amenazados"; 

disposiciones que expresamente establecen que las supuestas lesiones a los 

derechos fundamentales y garantías constitucionales deben ser reparadas en la 

jurisdicción ordinaria, y sólo en defecto de ésta, de ser evidente la lesión al 

derecho invocado e irreparable el daño emergente de la acción u omisión o de la 

amenaza de restricción de los derechos, se conceda la jurisdicción constitucional.  
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Este Tribunal, a través de su uniforme jurisprudencia, ha desarrollado el carácter 

subsidiario del amparo constitucional, señalando que: “...no podrá ser interpuesta 

esta acción extraordinaria, mientras no se haya hecho uso de los recursos 

ordinarios o administrativos y, en caso de haber utilizado los mismos deberán ser 

agotados dentro de ese proceso o vía legal, sea judicial o administrativa, salvo que 

la restricción o supresión de los derechos y garantías constitucionales ocasione 

perjuicio irremediable e irreparable” (SSCC 1089/2003-R de 4 de agosto, 

0552/2003-R de 29 de abril, 0106/2003-R de 27 de enero, 0374/2002-R de 02 de 

abril, 1337/2003-R de 15 de septiembre, entre otras).  

 

Siguiendo ese razonamiento, a través de la SC 1337/2003-R de 15 de septiembre, 

refiriéndose a la subsidiariedad, se establecieron las siguientes sub reglas, al 

señalar que el amparo será improcedente, cuando: “…1) Las autoridades 

judiciales o administrativas no han tenido la posibilidad de pronunciarse sobre un 

asunto porque la parte no ha utilizado un medio de defensa ni ha planteado 

recurso alguno, así: a) Cuando en su oportunidad y en plazo legal no se planteó 

un recurso o medio de impugnación; y, b) Cuando no se utilizó un medio de 

defensa previsto en el ordenamiento jurídico; y, 2) Las autoridades judiciales o 

administrativas pudieron haber tenido o tienen la posibilidad de pronunciarse, 

porque la parte utilizó recursos y medios de defensa, así: a) Cuando se planteó el 

recurso pero de manera incorrecta, que se daría en casos de planteamientos 

extemporáneos o equivocados; y, b) Cuando se utilizó un medio de defensa útil y 

procedente para la defensa de un derecho, pero en su trámite el mismo no se 

agotó, estando al momento de la interposición y tramitación del amparo, pendiente 

de resolución. Ambos casos, se excluyen de la excepción al principio de 

subsidiaridad, que se da cuando la restricción o supresión de los derechos y 

garantías constitucionales denunciados, ocasionen perjuicio irremediable e 

irreparable, en cuya situación y de manera excepcional, procede la tutela 

demandada, aún existan otros medios de defensa y recursos pendientes de 

resolución” (las negrillas son agregadas).  
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En el mismo sentido se pronunciaron las SSCC 0360/2010-R de 22 de junio, 

0886/2010-R de 10 de agosto, 1105/2010 de 27 de agosto, entre otras.  

 

III.2.El carácter vinculante de las decisiones judiciales, su control y sus efectos  

 

Cabe señalar que este Tribunal, a través de la SC 2132/2010-R de 19 de 

noviembre, efectuando la delimitación orgánica del Estado, de la función 

jurisdiccional y de la función administrativa, señaló que: “Por su parte, la función 

jurisdiccional ha sido encomendada al Órgano Judicial, el cual, en ejercicio de la 

jurisdicción y competencia emanada de la Constitución y la Ley, tiene la misión de 

resolver conflictos de relevancia social con la finalidad de consolidar la tan ansiada 

paz social, en ese contexto, debe establecerse que este órgano, en el ejercicio de 

esta función, emite decisiones que en el marco de las competencias que ejerce, 

somete a particulares y también a todos los órganos públicos.  

 

En coherencia con lo señalado, y en la perspectiva del caso en análisis, debemos 

precisar que el órgano jurisdiccional es el encargado de resolver procesos 

emergentes de delitos comunes, aduaneros y otros que se puedan conocer por 

esa jurisdicción de acuerdo a la legalidad imperante; por su parte, en el marco del 

contenido del art. 181 del Código Tributario (CT), la administración tributaria, en 

ejercicio de la potestad tributaria aduanera, será competente para tramitar y 

sustanciar procesos vinculados al ámbito Contravencional; en ese contexto, 

delimitadas las competencias en cada caso, debe señalarse de manera categórica 

que las decisiones del órgano jurisdiccional, específicamente las resoluciones 

emanadas de las autoridades que ejercen el control jurisdiccional del proceso 

penal -llámese éste ordinario, aduanero u otro- son vinculantes a todos los 

órganos públicos, los cuales deben someterse inexcusablemente a sus 

decisiones” (las negrillas son agregadas).  

 

Conforme a análisis efectuado por la jurisprudencia glosada precedentemente, se 

concluye que las decisiones adoptadas por un juez ordinario, son de cumplimiento 
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obligatorio también por los funcionarios de los órganos públicos que representan a 

la entidad.  

 

Por otra parte, la misma SC 2132/2010-R de 19 de noviembre, citada 

precedentemente, refiriéndose al control jurisdiccional y a los efectos de las 

decisiones judiciales, dejó establecido que: “A efectos de absolver la problemática 

del caso, es necesario acudir al marco jurídico legal con el que se relaciona, de 

ahí que lo dispuesto por los arts. 54 y 279 del CPP, concerniente al control 

jurisdiccional en etapa preparatoria del proceso penal, corresponde al Juez 

Cautelar quien por esta función de control se denomina también Juez garantista.  

 

Como se tiene referido en los acápites anteriores, en un Estado de Derecho es 

previsible que el Poder Judicial, luego de emitir las decisiones que resuelven los 

conflictos sociales sometidos a su competencia, tenga los medios legales para 

hacer cumplir sus decisiones, ya que lo contrario importaría una privación de 

justicia y transformaría a la administración de justicia en un mero actor sin 

relevancia en el contexto social. Por ello, las autoridades judiciales para el 

cumplimiento de sus funciones y para asegurar el cumplimiento de sus decisiones, 

en materia penal, conforme lo dispuesto en el art. 122 del CPP “…para el 

cumplimiento de los actos que ordenen en el ejercicio de sus funciones, 

dispondrán la intervención de la fuerza pública y las medidas que sean 

necesarias”, resultando evidente que los jueces cuentan con los medios legales 

necesarios para el fin señalado. En ese amplio marco de medidas legales, 

debemos considerar entre otras a "las astreintes", que constituyen medios 

compulsivos que puede imponer el Juez a pedido de una de las partes o aún de 

oficio, lo que dependerá de las singularidades de cada caso, las que se translucen 

en sanciones o multas procesales las que pueden, a su vez, ser progresivas; se 

tiene también que el Estado ejerce el monopolio legítimo de la violencia, 

materializable por los operadores de justicia a través de coacción física como 

medida extrema para poder materializar aquello con lo que el Estado se encuentra 
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comprometido, ya que vincula su propia subsistencia como organización política 

que asume para sí la obligación de administrar justicia y la hace efectiva. 

 

El juez tiene el deber de hacer cumplir sus resoluciones a través de las facultades 

señaladas, actuando siempre en observancia de los límites que le impone la 

legalidad y los derechos de las personas, siendo su sano criterio el que le impedirá 

incurrir en situaciones irrazonables, injustas o ilegítimas. La provisionalidad y 

legalidad de las medidas coercitivas, permite su revisión por parte del mismo 

órgano que las impuso o por parte de las instancias superiores a través de los 

mecanismos recursivos establecidos en la ley, sin que la concesión de los mismos 

impida su aplicación inmediata ya que lo contrario desnaturalizaría su objeto. 

Obtener el cumplimiento de la resolución que administra justicia es una meta 

necesaria de los propios operadores.  

 

El acatamiento a lo judicialmente dispuesto y consiguiente sometimiento a las 

decisiones judiciales, impone a su vez el cese de las medidas dispuestas, porque 

las resoluciones judiciales se dictan para ser cumplidas, de eso se trata la justicia 

y la tutela judicial efectiva”.  

 

III.3. Análisis del caso de autos  

El accionante denuncia como acto lesivo a sus derechos fundamentales, la 

omisión de la Aduana Regional de Pando de cumplir con la orden de devolución 

de su camión emanada del Juez cautelar y de la Fiscal de Materia asignada al 

caso; situación fáctica similar a la problemática resuelta mediante la SC 

2132/2010-R de 19 de noviembre glosada en el fundamento que precede.  

 

De la revisión de los antecedentes de la presente acción de amparo, se tiene que 

el 14 de enero de 2009, la Fiscal de Materia asignada presentó imputación formal 

contra el accionante y Wilson Alejandro Pérez Jiménez por la presunta comisión 

del delito de contrabando, solicitando al Juez cautelar de turno la aplicación de 

medidas sustitutivas a la detención preventiva, así como el decomiso preventivo 
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de la mercadería y del medio de transporte; es así que en la audiencia señalada 

por el Juez Segundo de Instrucción en lo Penal, celebrada el 15 de enero de 2009, 

a través del Auto Interlocutorio 13/2009 se dispuso la presentación semanal de los 

imputados, así como su arraigo y el decomiso de la mercadería, ordenándose 

además la devolución del vehículo incautado, determinación cuyo cumplimiento no 

fue exigido por el accionante, por cuanto no presentó denuncia alguna del 

incumplimiento por parte de los funcionarios de la Aduana Nacional, 

consiguientemente la acción de amparo constitucional no es la vía para hacer 

cumplir las sentencias o fallos judiciales ni las resoluciones administrativas siendo; 

puesto que las propias autoridades judiciales o administrativas que emitieron el 

fallo o resolución tienen potestades para ese fin. En ese sentido se pronunció este 

Tribunal a través de las SSCC 1911/2004-R de 14 de diciembre, 0354/2003-R de 

25 de marzo y 0889/2004-R de 8 de junio, entre otras.  

De lo señalado deviene de que bajo el filtro de procedencia del recurso de amparo 

por subsidiariedad expresado en la SC 1337/2003-R de 15 de septiembre, el Juez 

Instructor Segundo en lo Penal, como autoridad judicial competente, no ha tenido 

la posibilidad de pronunciarse sobre el cumplimiento coercitivo de la decisión 

judicial, porque el accionante no utilizó ni activó los medios legales para ello, 

tomando en cuenta que el juez en materia penal, no actúa de oficio para asumir o 

determinar la imposición de medidas y medios coercitivos que garanticen la 

ejecución de las resoluciones judiciales; es decir que el accionante no utilizó los 

medios de defensa idóneos previstos en el ordenamiento jurídico; situación que 

hace inviable el análisis del fondo de la problemática planteada en aplicación del 

principio de subsidiaridad de la accióndeamparoconstitucional.  

 

Por consiguiente, el Tribunal de garantías, al haber concedido la acción de 

amparo, no ha efectuado una adecuada compulsa de los antecedentes 

procesales, ni ha aplicado debidamente los alcances de esta acción tutelar, por lo 

que corresponde denegar la tutela impetrada.  
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POR TANTO  

El Tribunal Constitucional, en virtud de la jurisdicción y competencia que le 

confiere el art. 3 de la Ley 040 de 1 de septiembre de 2010, que modifica el art. 4.I 

de la Ley 003 de 13 de febrero de 2010, en revisión, resuelve:  

 

1º REVOCAR la Resolución 15 de 7 de mayo de 2009, cursante a fs. 56 a 57 vta., 

dictada por la Sala Civil, Social, de Familia, Niño, Niña y Adolescente de la Corte 

Superior del Distrito Judicial de Pando; y en consecuencia; DENEGAR la tutela 

solicitada.  

 

2º Considerando el tiempo transcurrido entre la emisión de la Resolución de 

amparo y de la presente sentencia, tomando en cuenta que la tutela concedida 

anteriormente, en aplicación de la norma contenida en el art. 48.2 de la Ley del 

Tribunal Constitucional (LTC), se mantienen vigentes los efectos de la referida 

resolución dictada por el Tribunal de garantías.  

 

Regístrese, notifíquese y publíquese en la Gaceta Constitucional.  

 

No interviene el Magistrado Dr. Marco Antonio Baldivieso Jinés, por no haber 

conocido el asunto.  

Fdo. Dr. Ernesto Félix Mur 

PRESIDENTE  

Fdo. Dr. Abigael Burgoa Ordóñez  

DECANO  

Fdo. Dra. Eve Carmen Mamani Roldán  

MAGISTRADA  

Fdo. Dra. Lily Marciana Tarquino López  

MAGISTRADA 
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